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H. PLENO DEL CONGRESO 

DEL ESTADO DE COAHUILA 

P R E S E N T E.-

Los que suscribimos la presente Iniciativa, en el ejercicio de las facultades que nos confieren el artículo 59 fracción I y 67, fracción I, de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como los artículos 21 fracción IV, 152 fracción I, 162, 163  y demás aplicables de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, en nuestro carácter de Diputadas y Diputados integrantes de la Sexagésima Legislatura de este Honorable Congreso del Estado, nos permitimos someter al mismo, la presente Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se crea la Ley que Regula el Uso Legítimo de la Fuerza Pública en el Estado de Coahuila de Zaragoza, bajo la siguiente:

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

De acuerdo a nuestra Carta Magna, en términos de su artículo 21, garantizar la seguridad pública es una obligación a cargo tanto de la Federación, la ahora Ciudad de México, las Entidades Federativas y los Municipios, en el respectivo ámbito de sus competencias.

En ese sentido, existen una serie de principios contemplados tanto en sede Constitucional como Convencional, que tienen que observarse para poder instrumentar de forma adecuada el ejercicio por parte de las autoridades de dicha obligación de garantizar la Seguridad Pública, para que así, si bien constituye una obligación del Estado Mexicano preservar el orden y la paz pública, dichos objetivos puedan ser alcanzados garantizando en todo momento las libertades y derechos de su población.
Es entonces, que al recaer en todo Estado democrático, la obligación de garantizar la seguridad y salvaguardar el orden público, nace de forma simultanea la facultad de los Estados de hacer uso de la fuerza, para poder alcanzar su finalidades; sin embargo, dicho uso de la fuerza encuentra sus límites en la observancia de los derechos humanos, pues por más que se intente alcanzar un objetivo Constitucionalmente válido, el poder del Estado jamás podrá ser ilimitado para alcanzar dichos fines con independencia o no de la gravedad de las circunstancias, pues es esto justamente una de las cosas que distinguen a un Estado democrático y de Derecho. 
En ese sentido, los actos en los cuales se emplea el uso de la fuerza pública, al ejecutarse por elementos del Estado en ejercicio de las funciones de seguridad pública, constituye un acto de autoridad y, como tal, están sujetos para su regularidad a los mandatos y límites constitucionales que lo rigen, en virtud de que, por naturaleza propia, puede restringir las libertades humanas, aun cuando dicha restricción pudiera ser legítima. Además, son actos revisables en cuanto a la necesidad de su realización y la regularidad legal de su ejercicio, sin menoscabo de que de tal revisión derive o no efectos vinculatorios.

Por lo anterior, es imperativo establecer un marco jurídico adecuado para el uso de la fuerza por parte de los elementos encargados de ejecutar la función del Estado, en el cual se establezcan las condiciones que van a justificar el uso de la fuerza en nombre del Estado además de prever un sistema de responsabilidades para los casos en que se traspasen esos límites.

De lo contrario, de no existir dicho marco jurídico, se puede dar lugar al abuso y a que las actuaciones de los elementos no puedan sujetarse a vigilancia, control y análisis constante, pues no habrá directrices sobre el uso de la fuerza con las cuales anteponer sus actuaciones.

En ese orden de ideas, se considera necesario emitir la Ley que Regula el Uso Legítimo de la Fuerza Pública en el Estado de Coahuila de Zaragoza, con la finalidad de dar certeza jurídica a las actuaciones que sean llevadas a cabo para salvaguardar la seguridad pública, a fin de que sean respetados los derechos humanos.

Destacándose que el trabajo legislativo, no solo contempla lo relativo al ejercicio de la fuerza pública, sino también derechos y obligaciones referentes a la capacitación y el equipamiento de los cuerpos de seguridad, esto con la finalidad de prevenir y erradicar el uso excesivo o ilegal de la fuerza pública, pues se establecen lineamientos y métodos para que los elementos puedan realizar un empleo diferenciado del uso de la fuerza, que les permita cumplir con sus objetivos pero sin provocar daños excesivos o injustificados a las personas. 

En ese orden de ideas, el marco legal creado para la autorización y el empleo legítimo del uso de la fuerza pública, y de armas letales, se creó en la base del respeto a cuatro principios fundamentales, siendo estos (I) legalidad; (II) absoluta necesidad; (III) proporcionalidad; y (IV) rendición de cuentas; y esto es así, pues la complejidad de la función que realizan los cuerpos policiacos, no siempre permite que existan ordenamientos rígidos que prevean una consecuencia especifica o una forma de actuar determinada a cada caso concreto, pues la dinámica social presenta un universo de situaciones en las cuales tendrá que intervenir el Estado a través de sus elementos para cumplir con sus fines, sin embargo ello no quiere decir que sus actuaciones no deban de realizarse al imperio de los principios antes mencionados, que aseguren un respeto a los Derechos Humanos.

Sin embargo, dichos principios tienen que apreciarse bajo la óptica particular del uso legítimo de uso de la fuerza, lo cual implicará matices muy específicos o determinados en este tema, esto pues, por ejemplo comparándolo con el principio de legalidad en materia tributaria, si bien tiene la misma esencia, no tendrá los mismos alcances, por ello será necesario abordar los mencionados principios que rigen el uso de la fuerza, bajo la interpretación que la Suprema Corte de Justicia de la Nación le dio, particularmente en el uso de la fuerza, esto al resolver la Acción de Inconstitucionalidad 25/2016, y sus acumuladas 27/2016 y 28/2016.

Así las cosas, la Suprema Corte determinó que, por lo que hace al (I) principio de legalidad se concebía como la obligación Estatal de sancionar normas con jerarquía de ley, en cumplimiento de las normas internacionales destinadas a regular la actuación de los agentes del orden en el cumplimiento de sus funciones, precisando también que a su vez, la Corte Interamericana señalaba sobre este principio, que al emplearse la fuerza su empleo debía estar dirigido a lograr un objetivo legítimo, debiendo existir un marco regulatorio que contemplara la forma de actuación en dicha situación.

Ahora, por lo que hace a “lograr un objetivo legítimo”, la Suprema Corte determinó que únicamente se concibe la posibilidad de limitar los derechos de las personas, y en consecuencia también a utilizar la fuerza, en caso de que se persiga un objetivo legítimo, pero señaló de forma muy puntual, que en el caso del uso de la fuerza letal, el único objetivo que puede considerarse legítimo en caso del empleo de dicha fuerza, es salvar la vida de una persona o protegerla de lesiones graves; concepción que se recoge en la Ley que nos ocupa, con el mismo énfasis que le dio la Corte.
Además porque el referido principio se encuentra previsto en el primero de los Principios Básicos sobre el Empleo de la Fuerza y de Armas de Fuego por los Funcionarios Encargados de Hacer Cumplir la Ley, que señala: "Los gobiernos y los organismos encargados de hacer cumplir la ley adoptarán y aplicarán normas y reglamentaciones sobre el empleo de la fuerza y armas de fuego contra personas por parte de funcionarios encargados de hacer cumplir la ley. Al establecer esas normas y disposiciones, los gobiernos y los organismos encargados de hacer cumplir la ley examinarán continuamente las cuestiones éticas relacionadas con el empleo de la fuerza y de armas de fuego".

En ese sentido, el primer requisito para que el uso de la fuerza no se considere arbitrario, estriba en que deberá estar basado en un fundamento jurídico adecuado, en el cual se establezcan las condiciones que justifiquen el uso de la fuerza en nombre del Estado y se prevea un sistema de depuración de responsabilidades para los casos en que se traspasen esos límites. Este requisito se incumple si se emplea la fuerza sin que lo autorice la legislación o si su empleo se basa en una legislación que no se ajuste al bloque de constitucionalidad y convencionalidad.

Por lo anterior, cumplimentar adecuadamente con el principio de legalidad no sólo permite que el Estado Mexicano cumpla con los mandatos constitucionales y los compromisos internacionales que ha adquirido en la materia, sino que además posibilita que, al reducir en la medida posible el grado de discreción con los que cuentan las autoridades que ejercen la fuerza pública, puedan determinarse las responsabilidades respectivas en caso de su abuso, lo cual orienta el actuar de las autoridades, al mismo tiempo, dota de certidumbre jurídica a los gobernados y posibilita la rendición de cuentas. 

Por otra parte, por lo que hace al principio de (II) absoluta necesidad, la Corte determinó que este se refiere a la posibilidad de recurrir a las medidas de seguridad ofensivas y defensivas estrictamente necesarias para el cumplimiento de las órdenes legítimas impartidas por la autoridad competente ante hechos violentos o delictivos que pongan en riesgo el derecho a la vida o la integridad personal de cualquier habitante.

La absoluta necesidad se encuentra consagrada en el Cuarto de los Principios Básicos sobre el Empleo de la Fuerza y de Armas de Fuego por los Funcionarios Encargados de Hacer Cumplir la Ley: "Los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley, en el desempeño de sus funciones, utilizarán en la medida de lo posible medios no violentos antes de recurrir al empleo de la fuerza y de armas de fuego. Podrán utilizar la fuerza y armas de fuego solamente cuando otros medios resulten ineficaces o no garanticen de ninguna manera el logro del resultado previsto".

Por su parte, la Corte Interamericana ha señalado que, de conformidad con las circunstancias del caso, resulta preciso verificar si existen otros medios disponibles menos lesivos para preservar la vida e integridad de la persona o situación que se pretende proteger. De manera concreta, ha establecido que no se puede acreditar este requisito cuando las personas no representan un peligro directo.

Si bien, cuando hablamos del principio de legalidad se determinó que el uso de la fuerza únicamente puede ser necesario cuando se persigue un objetivo legítimo, la cuestión será determinar, primeramente, si se debería usar la fuerza y, en tal caso, en qué medida.

Esto significa que la fuerza debería utilizarse como último recurso y, en caso necesario, se deberá hacer un uso gradual de la fuerza -la mínima necesaria-; cuestiones que también se recogen de forma puntual en la Ley propuesta, rescatando también los elementos que le dan contenido al principio de absoluta necesidad, siendo los siguientes:
1. Cualitativo: ¿es indispensable el empleo de la fuerza o es posible lograr el objetivo legítimo respectivo sin recurrir a ella?

2. Cuantitativo: ¿cuál es el grado de fuerza que se requiere para cumplimentar con el objetivo legítimo?

3. Temporal: El uso de la fuerza debe cesar una vez que el objetivo legítimo ha sido alcanzado o cuando ya no es posible su consecución.

Observando lo anterior, se tiene que el referido principio manda que la fuerza pública únicamente se utilice cuando no hay otros medios disponibles para lograr el objetivo legítimo, es decir, cuando sea estrictamente necesario su empleo. A su vez, la cantidad de fuerza que debe emplearse es la mínima posible, por lo que no podrá utilizarse un grado mayor de fuerza que la indispensable para alcanzar tal objetivo. En el contexto del uso de fuerza letal –o potencialmente letal-, es imperativo que exista necesidad absoluta.

Para cumplimentar con lo anterior, el segundo de los Principios Básicos sobre el Empleo de la Fuerza y de Armas de Fuego por los Funcionarios Encargados de Hacer Cumplir la Ley, señala que la ley debe establecer una serie de métodos lo más amplia posible y dotar a los funcionarios de distintos tipos de armas y municiones, "de modo que puedan hacer un uso diferenciado de la fuerza y de las armas de fuego".

Entre estas armas deberían figurar armas incapacitantes menos letales para emplearlas cuando fuera apropiado, "con miras a restringir cada vez más el empleo de medios que puedan ocasionar lesiones o muertes". Con el mismo objetivo, también debería permitirse que los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley cuenten con equipo autoprotector, por ejemplo, escudos, cascos, chalecos a prueba de balas y medios de transporte a prueba de balas a fin de disminuir la necesidad de armas de cualquier tipo.

Cuando se establece que el uso de armas letales sólo se encuentra permitido cuando "sea estrictamente inevitable para proteger una vida", debe entenderse que esa necesidad únicamente se actualiza cuando una acción potencialmente letal se está llevando a cabo o está por comenzar y requiera ser interrumpida de inmediato. Es en tales circunstancias cuando inclusive el lesionar al agresor no resulta susceptible de impedir tal acción letal, de tal suerte que la única manera de detenerlo es mediante el uso de armas letales.

Por otro lado, el (III) principio de proporcionalidad proscribe, en términos generales, la generación de un daño excesivo por parte de los agentes del orden público al momento de recurrir a la fuerza. Es decir, requiere que el bien u objetivo legítimo que se pretenda alcanzar se compare con la amenaza planteada, esto acorde al quinto de los Principios Básicos sobre el Empleo de la Fuerza y de Armas de Fuego por los Funcionarios Encargados de Hacer Cumplir la Ley, que establece que, cuando el empleo de las armas de fuego sea inevitable, los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley ejercerán moderación y actuarán en proporción a la gravedad del delito y al objetivo legítimo que se persiga.

El principio de proporcionalidad establece un grado máximo de fuerza que pueda ser empleada para alcanzar un objetivo legítimo específico y, por ende, determina hasta qué punto debe interrumpirse la intensificación de la fuerza en la consecución de tal objetivo; esto implica que el fin no justifica los medios. 

Por lo anterior, dentro del principio de proporcionalidad debe de contemplarse un principio de necesidad, el cual debe ser percibido como una “escala del empleo de la fuerza”, constituyendo así la proporcionalidad como la medida que determina cuán lejos se puede llegar en la escala de fuerza; de ahí que la fuerza empleada no puede ir más allá de esos límites, incluso si pudiese considerarse "necesaria" para lograr el objetivo legítimo.

En el caso de la fuerza -potencialmente- letal, entran en juego consideraciones especiales, por lo que el principio de proporcionalidad tiene un matiz diferente, en donde en el contexto de ese uso de la fuerza, el requisito de la proporcionalidad sólo puede cumplirse si la fuerza se emplea para salvar una vida o proteger a una persona de lesiones graves. Por tanto, en el caso de la fuerza letal no se necesita una proporcionalidad ordinaria, sino estricta.

Es cierto que los agentes policiales pueden enfrentar situaciones en que una vida se encuentra al grado de riesgo que únicamente puede ser salvada causando la muerte inmediata del agresor. Empero, tales escenarios deben ser considerados como una excepción absoluta.

En efecto, el uso de armas letales está previsto como medida de último recurso, cuando resulten insuficientes medidas menos extremas. En este sentido, la Corte Interamericana ha referido que cuando se tenga intención de usar armas de fuego, y a fin de evitar confusión e inseguridad, en todo momento los funcionarios a cargo del uso de la fuerza, deben identificarse como tales y dar una clara advertencia de dicha intención. Según la Suprema Corte, esta obligación cobra un carácter especial en operativos y en situaciones que por su naturaleza ponen en peligro los derechos fundamentales de las personas; elementos que rescata la Ley propuesta.

Y aquí es necesario abundar en la concepción de armas letales y armas “menos letales”, a las que se hace referencia con anterioridad, y que se encuentran plasmadas en la ley como armas intermedias y/o incapacitantes, pues es importante precisar que todos los usos de las armas en contra de personas, deben considerarse letales o potencialmente letales. Esto es así, pues todas las armas, dependiendo del empleo que se les dé, y de las características de la persona en quien se emplean, tales como que pudiera ser una persona en situación de vulnerabilidad, pueden ocasionar la muerte; por ello que de entrada se deba de considerar a todas las armas como letales. 

De ahí que la proporcionalidad debe estar guiada en todo momento a la luz del principio de "protección de la vida", el cual exige que cuando sea utilizada la fuerza en contra de una persona, incluso a través de armas menos letales, como lo pudiera ser gas pimienta por ejemplo, sea utilizado de modo tal que tenga por objetivo principal salvar la vida de la persona en la cual se emplea; porque incluso dicha arma aplicada de forma incorrecta puede ocasionar la asfixia de una persona.

En ese sentido y, a efecto de maximizar el principio de protección a la vida que rige al uso de la fuerza, la Suprema Corte de Justicia de la Nación puntualizó que cuando los agentes de las instituciones de seguridad pública se encuentren ante una situación que requiera indispensablemente el empleo de armas menos letales -incapacitantes o intermedias-, se atienda no sólo al tipo de arma que deberá de emplearse, sino al contexto en que se utilice y, sobre todo, a la vulnerabilidad de la víctima.

Entonces el principio de proporcionalidad sirve para realizar un balance entre los beneficios del uso de la fuerza y las posibles consecuencias y daños que se puedan causar de recurrirse a ella. Así, la proporcionalidad prohíbe el empleo de tal fuerza cuando el daño infligido supera los beneficios alcanzados -esto es, la consecución de un objetivo legítimo determinado-. Por tanto, exige a los agentes de seguridad pública que se abstengan de recurrir al empleo excesivo de la fuerza y, en últimos términos, aceptar que el objetivo legítimo no siempre puede ser alcanzado. 

En suma, como ya se adelantaba, la proporcionalidad contiene la máxima consistente en que el fin no justifica los medios. Los agentes policíacos no pueden perseguir sus objetivos, por legítimos que sean, a cualquier costo.

De ahí que los agentes legitimados para hacer uso de la fuerza deben aplicar un criterio de uso diferenciado y progresivo de la fuerza, determinando factores externos como el grado de cooperación, resistencia o agresión de parte del sujeto al cual se pretende intervenir y con ello, emplear tácticas de negociación, control o uso de la fuerza, según corresponda,  pues su despliegue de fuerza debe perseguir en todo momento reducir al mínimo los daños y lesiones que pudieran causarse a cualquier persona.
Finalmente, el (IV) principio de rendición de cuentas estriba en que, derivado de la importancia de la responsabilidad y deberes que guardan los agentes es que están legitimados para hacer uso de la fuerza pública, así como las diversas facultades que les han sido conferidas para ello, es indispensable que estén sujetos a un régimen de rendición de cuentas respecto a las conductas que violen los derechos humanos de los gobernados.

Lo anterior implica no sólo que los agentes del orden público puedan ser sujetos de responsabilidades por los actos u omisiones en que incurran en el desarrollo de su función, sino también que todos aquellos mandos superiores que emitieron una orden respecto al  uso de la fuerza y las armas de fuego, o bien, que fueron los encargados de planear y preparar las operaciones de seguridad pública, deben responder frente a la sociedad. Son ciudadanos uniformados, que desempeñan una función en nombre de otros ciudadanos y, por consiguiente, sus facultades deben estar limitadas.

Lo anterior en términos del vigésimo cuarto de los Principios Básicos sobre el Empleo de la Fuerza y de Armas de Fuego por los Funcionarios Encargados de Hacer Cumplir la Ley, que prevé que los gobiernos y los organismos encargados de hacer cumplir la ley adoptarán las medidas necesarias para que los funcionarios superiores asuman la debida responsabilidad cuando tengan conocimiento, o debieran haberlo tenido, de que los funcionarios a sus órdenes recurren, o han recurrido, al uso ilícito de la fuerza y de armas de fuego, y no adopten todas las medidas a su disposición para impedir, eliminar o denunciar ese uso.

Esto debe ser así, pues el principal factor que conduce al ejercicio del uso excesivo o abusivo de la fuerza pública, consiste en la prevalencia de un estado de impunidad para las autoridades en la materia. Existe una mayor probabilidad de que los agentes del orden público violenten las normas jurídicas que regulan su actuación, cuando no tienen que temer consecuencia legal alguna por tales excesos. El Relator Especial sobre las ejecuciones extrajudiciales ha indicado que las personas cometen violaciones del derecho a la vida no porque crean que estén justificadas, sino porque piensan que no se les exigirá que las justifiquen.

Entonces, si bien, para considerar legítimo el uso de la fuerza pública, deben de observarse los principios de legalidad, absoluta necesidad, proporcionalidad y rendición de cuentas; acorde a diversos instrumentos internacionales, tales como los Principios básicos sobre el empleo de la fuerza y de armas de fuego por los funcionarios encargados de hacer cumplir la Ley, adoptado por México el siete de septiembre de mil novecientos noventa, y el Conjunto de Principios para la Protección de Todas las Personas sometidas a cualquier forma de Detención o Prisión, proclamado por la Asamblea General de la ONU, que fuera adoptado por México el nueve de diciembre de mil novecientos ochenta y ocho, no son los únicos principios que deben observarse en el uso de la fuerza. 

En la presente Ley se establece que en el uso de la fuerza deben observarse además de los principios ya mencionados, los de objetividad, eficiencia, racionalidad, profesionalismo, publicidad, honradez, congruencia, oportunidad, temporalidad y respeto a los derechos humanos, principios que también fueron abordados por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver la acción de inconstitucionalidad 25/2016 y sus acumuladas.

Tendremos entonces que el principio de objetividad, implica que en la medida de lo posible, las actuaciones y reacciones de los miembros de seguridad pública no se rijan por valoraciones subjetivas o irracionales, sino que se aprecien los hechos tal y como son, con independencia de los prejuicios, pasiones, ideologías u otros paradigmas particulares que detente el sujeto.

De lo anterior, que la valoración de una conducta o hecho que amerite la intervención policiaca, deberá realizarse sobre el objeto en sí mismo, con independencia de la propia manera de pensar o de sentir de los elementos.
Por otro lado, el principio de eficiencia exige que la actividad policial sea desempeñada de manera tal que los objetivos que persigue sean realizados aprovechando y optimizando los recursos -humanos, económicos y de todo tipo-, de manera tal que minimicen los riesgos que para terceros representa el ejercicio de actos de fuerza.

Es decir, dicho principio exige que en el desempeño del uso de la fuerza, la acción esté diseñada y se ejecute de tal manera que permita el cumplimiento del objetivo propuesto pero sin causar un detrimento injustificado del respeto a los derechos humanos, tanto del sujeto de la acción, como de terceros y de la propia policía; que éstos se afecten en la menor medida posible, y que la acción de fuerza, a su vez, no dé lugar a más actos de riesgo o violencia que exigen más o nuevos actos de fuerza pública.

Lo anterior nos lleva al siguiente principio, siendo este el de oportunidad, lo que implica que los elementos al hacer uso de la fuerza deban procurar el momento y lugar en que se reduzcan al máximo los daños y afectaciones tanto a la vida como a la integridad de las personas involucradas y en general la afectación de los derechos de las personas.

Por otra parte, el principio de profesionalismo se refiere a que los cuerpos policiales y sus integrantes tengan suficiente y amplia capacitación en las materias propias de su función pública, que les permita cumplir su función en las condiciones legales y de facto exigibles; distinguir entre las distintas opciones de fuerza que están a su alcance y distinguir cuándo es necesario aplicar una u otra; que les permita reaccionar de manera seria, acertada, proporcional y eficiente con todo lo que ello implica a los estímulos externos de que es objeto su actividad.

El principio de honradez ha sido estatuido como principio constitucional de la actividad policial que incide, como el profesionalismo, en la persona del policía. Así, no basta para cumplir con el mandato constitucional que los policías sean profesionales en lo suyo sino también gente honrada, recta, honesta. Cualidades estas que les permitirán cumplir sus deberes con apego a la ley y minimizarán las posibilidades de que sean corrompidos en detrimento de la seguridad de todos.

Además, por lo que hace al principio de temporalidad, se debe entender que todo uso legítimo de la fuerza se encuentra sujeto a un elemento de tiempo que implica precisamente la necesidad de que cese el uso de la fuerza una vez que el objetivo legítimo ha sido alcanzado o bien, cuando ya no es posible su consecución, suponer lo contrario, es decir, no sujetar el uso de la fuerza a un elemento de temporalidad, llevaría al uso excesivo de la fuerza al seguir aplicándola incluso cuando ya se hubiera encontrado sometida una persona por ejemplo.
Por otro lado, se reconoce que el uso de la fuerza es de interés público, existiendo un interés social en que sea empleado de forma correcta por el Estado, a fin de cumplir con sus objetivos legítimos, lo que al darle el carácter de público, implica que toda acción u omisión que signifique el uso de la fuerza por parte de los elementos del estado, pueda ser video grabado por los ciudadanos como por los propios elementos, constituyendo así un medio de control tanto para los ciudadanos en los cuales se emplea el uso de la fuerza, como para los propios elementos que la emplean, a fin de que pueda constituir un medio de prueba sujeto a valoración, que pueda generar convicción para determinar si el uso de la fuerza empleado fue legítimo o no. 

Y en este punto de la presente exposición de motivos, después de haber analizado los principios que rigen a la Ley propuesta, es menester señalar que para que la Ley funcione y pueda ser un referente real para determinar si una conducta desplegada por los elementos del Estado, será o no ilegal, cada porción normativa de dicha Ley, debe de interpretarse en su conjunto, con su propio texto como con la Constitución y los Tratados internacionales. 

Esto es así, pues como se ha venido precisando, el tema que se pretende regular es por demás complejo, y presenta un universo de situaciones con circunstancias muy particulares que imposibilitan una norma rígida que pueda regularlo.

Sin embargo, esto no implica que no exista ningún parámetro para someter la actuación de la autoridad en el uso de la fuerza a un escrutinio de regularidad constitucional y convencional.

Es así, pues debe tenerse en cuenta que el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver el amparo en revisión 36/99, determinó que si bien la claridad de las leyes constituye uno de los imperativos apremiantes y necesarios para evitar o disminuir su oscuridad, ambigüedad, confusión y contradicción, lo cierto es que de una lectura integral de la Constitución Federal, se aprecia que ninguno de los artículos que la componen establece, como un requisito para el legislador ordinario el que en cada uno de los ordenamientos secundarios defina los vocablos o locuciones ahí utilizados.

Ello, porque las leyes no son diccionarios y la exigencia  del citado requisito tornaría imposible la función legislativa, en vista de que la redacción de las leyes se traduciría en una labor interminable y nada práctica, provocando que no se cumpliera, de manera oportuna, con la finalidad que se persigue con dicha función, consistente en regular y armonizar las relaciones humanas.

Por ende, al aplicar una norma que limite los derechos humanos debe privilegiarse un ejercicio hermenéutico del parámetro de regularidad constitucional que lleve al operador jurídico competente a que, sin vaciar de contenido la disposición restrictiva, sea leída de la forma más favorable posible, como producto de una interpretación sistemática de todos los postulados constitucionales.

Por ello que, en la interpretación que se le debe de dar a la presente Ley, no solo debe hacerse de forma armónica con el conjunto de su texto, sino también que deberá realizarse de la forma más favorable acorde al principio pro-persona, contemplado en el artículo 1º de la Constitución. 

Por lo que, una vez analizados los principios que rigen la multicitada Ley, y la forma en que debe ser interpretada y armonizada, la Ley que se somete a consideración de esta H. Legislatura presente la estructura y contenido siguiente: 

El capítulo I, “Del objeto, sujetos y aplicación de la Ley” establece que este ordenamiento es de orden público e interés social, de observancia general en el Estado de Coahuila de Zaragoza, y tiene por objeto regular el ejercicio del uso de la fuerza pública que ejercen los elementos de las instituciones de seguridad pública del  Estado de Coahuila, en cumplimiento de sus funciones.

Además, establece la forma en que debe ser interpretada dicha Ley, y reconoce quiénes son autoridades para el establecimiento del uso de la fuerza, en razón de aplicar u ordenar el uso de la fuerza pública para el cumplimiento de sus funciones, establece los objetivos legítimos que se perseguirán con el uso legítimo de la fuerza pública y se prevé el derecho de los elementos a la protección a su vida, integridad física y dignidad como ser humano y autoridad.

El capítulo II, “Glosario”, establece un apartado de definiciones con los términos empleados por el instrumento de mérito.

En dicho capítulo destacan el de “agresión real”, -fracción II, del artículo 5º-, en donde por su trascendencia y sus implicaciones se explicará enseguida, en los mismos términos en los que lo abordó la Suprema Corte en la acción de inconstitucionalidad 25/2016 y sus acumuladas.

La importancia de que se cuente con un grado adecuado de seguridad jurídica respecto al vocablo de agresión real, radica en que dicho concepto se presenta como uno de los elementos jurídicos que deben considerarse para la actualización de diversos deberes establecidos en la propia Ley, como lo es la utilización de armas letales y menos letales y la actualización de la legítima defensa.

En ese sentido, la “agresión real” es un vocablo que incide en el uso de la fuerza pública y armas letales y, por ende, es menester que, en la medida de lo posible, se reduzca el margen de discrecionalidad de la autoridad para cualificar qué conductas encuadran dentro del mismo.

En ese sentido, como ya se dijo con anterioridad, los elementos enfrentan una amplia variedad de situaciones en el desarrollo de sus funciones y cada una de ellas requiere de una respuesta específica acorde al contexto fáctico en el que se presente, por lo que es insoslayable que existe un ámbito de discrecionalidad inherente a esa función que radica en decidir cuál debe ser la conducta apropiada para responder  a una situación determinada.

Esto es, las características del contexto de hecho en el que se presenta la intervención policial son determinantes en la valoración de si es justificada o no la intervención policial en sí misma, pues imprimen la necesidad de valorar de manera diferenciada las situaciones de hecho que conllevan la necesidad de usar la fuerza, ya que tal apreciación no puede ser igual cuando las circunstancias de hecho no son las mismas. 

Lo anterior tiene sustento en la tesis P. LX/2010, sustentada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, cuyo rubro señala "USO DE LA FUERZA PÚBLICA. LAS CARACTERÍSTICAS DEL CONTEXTO DE HECHO EN QUE SE PRESENTA LA INTERVENCIÓN POLICIACA TRASCIENDEN EN LA VALORACIÓN  DE  SU LEGITIMIDAD".
Por ello, ante las complejidades que conlleva el uso de la fuerza, como también ya se dijo, no es dable elaborar un catálogo limitativo o exhaustivo de las acciones humanas que pongan en peligro bienes jurídicos tutelados por el Estado Mexicano y, por tanto, que deban considerarse como una agresión real para efectos de la ley que es materia de estudio en el presente medio de control constitucional.

Sino más bien, lo que resulta apropiado para evitar que las actuaciones de las fuerzas de seguridad pública que se rigen por la ley combatida no pasen de su ámbito inherente de discrecionalidad al de arbitrariedad  en el empleo de la fuerza, es que tal regulación se lea bajo la óptica de los principios explorados en la presente exposición de motivos que rigen el uso de la fuerza, a fin de orientar la función policial y enmarcarla dentro de una perspectiva de derechos humanos.

En ese sentido, por lo que hace la definición jurídica que se ve plasmada en la Ley respecto al vocablo “agresión real”, no sólo debe razonarse o explicarse en términos lingüísticos, sino que debe concebirse de tal manera que resulte apegada a los principios básicos de la fuerza ya relatados en párrafos precedentes, así como leerse de manera armónica con las demás directrices del uso de la fuerza reconocidas en la propia ley.

Al respecto, se estima que para clarificar el sentido lingüístico de la norma, al hacer mención al despliegue físico de la conducta, no hace más que hacer referencia a la existencia del movimiento corporal de la persona. En tanto que las acciones que ponen en peligro los bienes jurídicos son todas aquellas que, con independencia de la modalidad en que se presenten, se realizan para lesionar intereses jurídicamente protegidos.
Ahora por lo que hace al vocablo de “agresión real”, previsto en el mismo artículo, implica que no puede ser hipotética, ficticia o futura; debe ser actual, existente.

En ese sentido, se estará ante una agresión real cuando el movimiento corporal de la persona genera un daño actual a bienes legalmente tutelados; situación que deberá evaluarse en cada caso concreto, bajo la más estricta responsabilidad de los miembros de las instituciones de seguridad pública, atendiendo al deber de objetividad que consagra la propia Ley, que se traduce en que las actuaciones policiales deberán realizarse con base en la consideración de hechos reales, sin tomar en cuenta situaciones subjetivas.

Es decir, la protección del bien jurídico que es objeto de la agresión es lo que determina cuál es el “objetivo legítimo” que se pretende alcanzar con la intervención de las medidas policiacas que se estimen adecuadas para hacerle frente a tal lesividad y, en ese sentido, también delimitan los medios que pueden ser empleados para esa finalidad -principio de proporcionalidad-.

Ahora bien, con independencia de lo anterior, debe decirse que, el hecho de que exista una agresión real no implica, en sí y por sí misma, que los elementos se encuentren en plena libertad de hacer uso de la fuerza pública, ni mucho menos de las armas de fuego.

La anterior afirmación obedece a que la consecuencia jurídica que sí es inherente a la agresión real, es la actualización de la obligación que tienen los miembros de la seguridad pública de actuar para salvaguardar los bienes jurídicos que se están lesionando por dicha agresión, pero esas medidas, no forzosamente, ni en todos los casos, se reducen a la necesidad de recurrir al empleo de la fuerza, sino primero, en todo caso utilizar medios no violentos como la negociación por ejemplo.

Ello pues como se ha venido señalado, el deber del uso de la fuerza será una última instancia, dependiendo de la observancia a los principios de absoluta necesidad y proporcionalidad. En ese contexto, aún en la presencia de una agresión real, los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley se encuentran conminados a utilizar, en la medida de lo posible, medios no violentos antes de recurrir al empleo de la fuerza pública, por lo que únicamente podrán recurrir a ella cuando otros medios resulten ineficaces o no garanticen de manera alguna la protección del bien jurídico que se  está lesionando.

Finalmente, si ya se llegó a una conclusión objetiva de que, ante una agresión real, la única forma de hacerle frente será a través del uso de la fuerza pública para proteger el bien jurídico lesionado por dicha agresión, se recuerda que los principios de absoluta necesidad en su aspecto cuantitativo y de proporcionalidad, obligan que el nivel de fuerza utilizado sea gradual, de tal suerte que sea la mínima necesaria para alcanzar a salvaguardar tal bien jurídico, por lo que no podrá utilizarse un grado mayor de fuerza que la indispensable para alcanzar dicho objetivo. 

Al respecto, es pertinente señalar que el principio de proporcionalidad se distingue en diversas vertientes. Por un lado,  exige que la acción, en este caso la fuerza, guarde relación con las circunstancias de facto presentes, como son, las características del sujeto de la acción, sea individual o plural, tales como su peligrosidad, las características de su comportamiento ya conocidas, y la resistencia u oposición que presenten.

Asimismo, la proporcionalidad en el uso de la fuerza también está referida, por las mismas razones, a la elección del medio y modo utilizado para llevarla a cabo. Esto implica que tal medio  debe  utilizarse  en  la  medida en que se cause el menor daño posible, tanto a los sujetos y a la comunidad en general, y bajo ese perímetro, lo demás será un exceso.

En otro orden de ideas, dentro del capítulo de “Glosario”, también se contempló la definición de “flagrancia”, -fracción XI del artículo 5-, siendo indispensable analizar cómo fue integrada, pues constituye uno de los supuestos en que una persona podrá ser privada de su libertad en el uso legítimo de la fuerza pública.

En ese sentido el concepto de flagrancia fue construido tanto por lo que definió la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver el amparo directo en revisión 3463/2012, de la cual derivó la tesis 1ª. XXV/2016 (10a.), con número de registro 2010963, cuyo rubro dispone: “DETENCIÓN EN FLAGRANCIA. APRECIACIÓN DE SU VALIDEZ CONSTITUCIONAL CUANDO LA AUTORIDAD TIENE CONOCIMIENTO, POR MEDIO DE UNA DENUNCIA INFORMAL, QUE SE ESTÁ COMETIENDO O SE ACABA DE COMETER UN DELITO.”, y al resolver el amparo en revisión 703/2012, de la cual derivó la tesis 1ª. CCI/2014 (10a.), con número de registro 2006477, cuyo rubro dispone: “FLAGRANCIA. LAS CONSECUENCIAS Y EFECTOS DE LA VIOLACIÓN AL DERECHO HUMANO A LA LIBERTAD PERSONAL SON LA INVALIDEZ DE LA DETENCIÓN DE LA PERSONA Y DE LOS DATOS DE PRUEBA OBTENIDOS DIRECTA E INMEDIATAMENTE EN AQUÉLLA.”
Asimismo, el concepto de flagrancia de trato, también fue construido a partir de los supuestos contemplados como flagrancia en el artículo 146 del Código Nacional de Procedimientos Penales. 

En el capítulo III, “Principios y Obligaciones Generales”, se determina que en el cumplimiento de sus atribuciones, los elementos que hagan uso de la fuerza, lo harán apegándose a los principios de legalidad, objetividad, eficiencia, racionalidad, profesionalismo, proporcionalidad, de carácter público, honradez, congruencia, oportunidad, temporal y con irrestricto respeto a los derechos humanos contemplados en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y los tratados internaciones celebrados por el Estado mexicano; que se autoriza bajo los siguientes supuestos:

1) Cumplimiento de un deber, en la legítima defensa o estado de necesidad de acuerdo a su regulación por la legislación aplicable. 

2) Protección de la integridad, derechos y bienes de las personas, las libertades, el orden y la paz pública. 

3) El combate a la violencia y a la delincuencia. 

4) Controlar, repeler o neutralizar la resistencia ilícita de una persona. 

Además, se establecen los parámetros para el uso de armas letales por parte de los elementos, y se prevén las obligaciones generales tanto de las Instituciones de Seguridad Pública como de sus elementos en el uso de la fuerza pública. 

En el capítulo IV, “Obligaciones de los elementos, antes, durante y después del uso de la fuerza pública”, se prevén las obligaciones y los pasos que deben seguir los elementos, para que pueda considerarse legítima su intervención, en donde se destaca la diferenciación que tienen que realizar, antes de intervenir, dependiendo del tipo de resistencia de las personas sobre las cuales se va a aplicar la fuerza, siendo estas Resistencia pasiva, activa y activa agravada.

Además, dentro de las cuestiones a destacar, se rescató la interpretación que le dio la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación a la obligación de la autoridad de presentar a la persona detenida, sin dilación alguna y bajo su estricta responsabilidad ante la autoridad competente cuando ejecute una orden de aprehensión. 

Esto al resolver el amparo directo en revisión 2537/2013, de la cual derivó la tesis 1a. CCXCVI/2016 (10a.), con número de registro 2013210, cuyo rubro dispone: ORDEN DE APREHENSIÓN. AL EJECUTARLA, LA AUTORIDAD ESTÁ OBLIGADA A PRESENTAR, SIN DILACIÓN, A LA PERSONA APREHENDIDA ANTE EL JUEZ QUE LA ORDENA (INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 16, PÁRRAFO TERCERO, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, EN SU TEXTO ANTERIOR A LA REFORMA PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 18 DE JUNIO DE 2008).
En el capítulo V, “De las reglas para mantener la paz y el orden público” se garantiza el ejercicio del derecho de las personas a reunirse en lugares públicos de forma pacífica, con cualquier propósito lícito, sin que por dichos motivos, puedan ser disueltas a través del uso legítimo de la fuerza pública.

En dicho capítulo, se tomó en cuenta lo resuelto por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la acción de inconstitucionalidad 96/2014 y su acumulada 97/2014, en donde se sostuvo que el derecho humano a la reunión es la aglomeración intencional y temporal de personas en un espacio privado o público con un propósito concreto, que se debe de llevar a cabo pacíficamente y que debe de tener un objeto lícito, sea ésta religiosa, cultural, social, económica, deportiva, política, como marchas, plantones, manifestaciones en plazas públicas o vías de comunicación, procesiones, peregrinaciones, entre muchas otras. 

En dicha ejecutoria, se precisó que el objeto lícito se da cuando el motivo de la reunión no es la ejecución concreta de actos delictivos. Bajo esa concepción, el vocablo “pacíficamente” se encuentra íntimamente relacionado con el objeto lícito al que alude expresamente el artículo 9 de la Constitución Federal; de ahí que, una congregación de personas será pacífica cuando no se lleven a cabo fácticamente actos de violencia o a través de la reunión se incite a actos de discriminación o discurso de odio que tengan una materialización real.

De lo anterior, se determinó que lo que hace ilícita y no pacífica a una concentración de personas es la concurrencia real de actos delictivos, la existencia o la inminente amenaza de violencia o actos que inciten a la materialización real de discriminación y discurso de odio; además se contempló que los actos esporádicos de violencia u otros actos punibles cometidos por un grupo de individuos determinado, no deben privar a las personas pacíficas de su derecho a la libertad de reunión, lo cual se encuentra representado en la Ley de trato.

Entonces, sea cual sea el formato adoptado por quienes ejercen este derecho, la actuación policial debe tener como objetivo principal la facilitación y no la contención o la confrontación con los manifestantes. De allí resulta que los operativos policiales organizados en el contexto de protestas deban orientarse, como regla general, a la garantía del ejercicio de este derecho y a la protección de los manifestantes y de los terceros presentes.

Así, para que la policía esté en posibilidad de facilitar las protestas y salvaguardar la seguridad tanto de los manifestantes como la de terceros y, de ser necesario, controlarlas, deberá diferenciar las manifestaciones entre las siguientes: 

I. reuniones lícitas  y pacíficas;

II. reuniones ilícitas pero no violentas; 

III.  reuniones violentas.

Diferenciación que quedó plasmada de forma puntual en la Ley de trato, y que atendiendo a cada uno de los niveles, tendrá un tratamiento determinado, siendo este por ejemplo, en caso de estar en el supuesto (I), esto es, en caso de reuniones lícitas y pacíficas, no podrá utilizarse ningún tipo de fuerza por ningún motivo; en el supuesto (II), es decir, en caso de una reunión ilícita pero no violenta, y si hay razones fundadas para poner fin a tal manifestación, sólo podrá usarse la mínima fuerza necesaria, pero aun así estará estrictamente prohibido el uso de la fuerza letal; y solo en el supuesto (III), en tratándose de reuniones violentas, se deberá emplear, de no existir medios menos lesivos, la mínima fuerza posible y sólo se podrán utilizar armas de fuego en caso de peligro inminente de muerte o lesiones graves y cuando resulten insuficientes medidas menos extremas para lograr dichos objetivos; sin embargo aún en este supuesto no está permitido disparar indiscriminadamente a la multitud.

Si bien, no existe una definición dogmática o literal de una reunión “violenta”, sin embargo, debe notarse que cuando se lleva a cabo una concentración de personas con un fin determinado, la gran mayoría de reuniones o manifestaciones no resultan violentas en sí mismas y en su totalidad. La violencia usualmente es gradual y se disipa conforme las acciones y reacciones de los agentes provocadores y los cuerpos policiacos. Por ello, resulta importante que los integrantes de las instituciones de seguridad pública tomen en cuenta que son elementos que ejercen una influencia directa en el resultado de tales contextos, y que tal influencia puede tanto llevar a nivelar y mejorar la situación, como a intensificar la tensión de las masas y el esparcimiento de la violencia.

Por ello, en la Ley se prevé la obligación hacia los elementos, de distinguir entre manifestantes pacíficos y agentes provocadores, y en esa medida, contener y aislar a estos últimos, a fin de contener la violencia en la manifestación, y a su vez, respetar el derecho de las personas que se manifiestan de forma pacífica, pues la presencia de unas pocas personas que cometen actos de violencia dentro y alrededor de una protesta no autoriza a la policía para etiquetar como violenta a la manifestación completa, ni concede al Estado carta abierta para utilizar la fuerza en contra o detener indiscriminadamente a todos los manifestantes; elemento este último, vital para garantizar el ejercicio al derecho de expresión consagrado en el Artículo 6º Constitucional.
Además, se señalan supuestos que no serán considerados como violencia por sí misma, a las manifestaciones que incluso pudieran ser insultantes, injuriosas, ofensivas, o alusivo a actos delictivos, esto en respecto a la libertad de expresión particularmente en su vertiente de libre manifestación -artículo 6 y 9 Constitucionales-, y rescatado de la interpretación que la Suprema Corte realiza al tratar de armonizar por un lado la instrumentación del derecho a la Manifestación, frente a los actos de violencia que pudieran presentarse, con el contenido mismo de la manifestación; dicho en otras palabras, la Corte señaló que durante una manifestación, los elementos están ahí para cuidar la forma en que se lleve a cabo la misma, mas no su contenido; es decir, lo que se dice en ella, cualquiera que sea este, esto en tanto no se materialice en actos de violencia, debiendo considerarse así como un fin legítimo, pues señala la Suprema Corte que es precisamente este tipo de contenidos, la esencia del derecho a la protesta. (Acción de inconstitucionalidad 25/2016 y sus acumuladas)
En el capítulo VI, “De las reglas para  el  uso legítimo de la fuerza en  detenciones”  hace  referencia  a  las  circunstancias o supuestos en los que será legítimo el uso de la fuerza para lograr una detención, y  la  forma  para  determinar hacer o no, uso de la misma en forma gradual,  privilegiando en todo momento el  respeto a la vida y a los derechos humanos, y señalando además, cual es el procedimiento que se debe seguir en los casos en que se oponga resistencia.
En el capítulo VII, “Del uso de la fuerza cuando una persona se encuentre sometida por un Elemento”, se prevén las obligaciones que deben observar los elementos que hubieran sometido a una persona para su aseguramiento y traslado respectivo ante la autoridad competente, particularmente por lo que hace al uso de las esposas o candados de mano, y con la finalidad de asegurarle el menor daño posible a la persona sometida, una vez que se cumplió con el objetivo de someterla. 

En el capítulo VIII, “Del uso de la fuerza en el cumplimiento de determinaciones emitidas por autoridades judiciales, ministeriales y administrativas”, se establecen las reglas para  el  caso  de  presentación  de  personas ante autoridades,  así  como  lo  relativo a la planeación de los operativos cuando se brinda apoyo a  las autoridades judiciales, ministeriales o administrativas para el cumplimiento de sus funciones en relación con desalojos, lanzamientos, embargos o ejecución de resoluciones.

En el capítulo IX, “De las reglas para el uso de la fuerza en fenómenos naturales perturbadores”, se contempla la coordinación de las instituciones de seguridad, con las autoridades que conforme al ámbito de su competencia, corresponda otorgar el apoyo en los casos de incendios, inundaciones, sismos o cualquier otro fenómeno en el que existan situaciones graves que pongan en peligro la vida de las personas, así como las reglas y medidas de seguridad, para que, en caso de ser necesario se empleé el uso de la fuerza para evacuar o impedir el paso a personas, con la finalidad de proteger la vida y bienes de la población que se  encuentren en tal situación.

En el capítulo X, “De la capacitación y del control de armas y equipo”, se dispone sobre los métodos, equipos, armas y municiones con los que las instituciones de Seguridad Pública dotarán a sus  elementos.

En el capítulo XI, “De la planeación de operativos en los que se prevea usar la fuerza pública”, se instaura el procedimiento a seguir en la planeación de operativos en los que se prevea usar la fuerza pública, tales como la delimitación del mando responsable del operativo, así como sus obligaciones.

En el capítulo XII, “De la atención médica que resulte necesaria del uso de la fuerza”, se establece la forma para atender a las personas en caso de que, en el uso de la fuerza se causen lesiones a las personas detenidos o presentadas, y/o a terceros, debiendo actuar inmediatamente para su auxilio, llamando a las instituciones médicas de emergencia, con el objeto de otorgar los primeros auxilios e informar a los familiares de las personas sobre quienes se ejerció la fuerza.
En el capítulo XIII, “De la coordinación entre instituciones de seguridad pública para el uso legítimo de la fuerza”, se dispone la planeación en las acciones coordinadas entre el Estado y la Federación, otras entidades federativas, sus municipios y dichas instituciones, cuando se requiera el uso de la fuerza pública.

En el capítulo XIV, “Del uso de la fuerza por los prestadores del servicio de seguridad privada”, se determina la observancia de esta Ley para los particulares que se dediquen a la  prestación de servicios de seguridad privada, del personal que designe para tal fin, así como las demás normas aplicables para las instituciones de seguridad privada, en lo relativo al uso de la fuerza por sus elementos, con independencia de lo previsto en el Reglamento que regula la prestación de los servicios privados de seguridad en el Estado de Coahuila de Zaragoza.

En el capítulo XV, “De la reparación del daño e indemnización por el uso ilegal de la fuerza pública”, se instituye la responsabilidad del Estado y sus Municipios, a través de las instituciones de seguridad pública, con el fin de reparar a través del pago de las indemnizaciones a las personas que resultaran afectadas, cuando los elementos recurran al uso ilegítimo de la fuerza y no adopten las medidas correspondientes para impedir, eliminar o denunciar ese uso.

En el capítulo XVI. “De las sanciones”, por una parte, se prevé que ningún elemento podrá ser sancionado por negarse a ejecutar una orden notoriamente inconstitucional o legal, que pudiera constituir un delito o falta administrativa que violente la presente Ley.
Además, se prevé que la inobservancia por los elementos de las instituciones de seguridad pública y privada, de lo dispuesto en esta Ley cuya expedición se pretende, será sancionada de acuerdo al derecho administrativo, civil o penal según sea el caso. 
En seguida se precisarán los ordenamientos y resoluciones en las cuales se basó la presente exposición y la Ley del uso de la fuerza propuesto. 

· ONU, Informe del Relator Especial sobre las ejecuciones extrajudiciales, sumarias o arbitrarias, A/HRC/26/36, 1 de abril de 2014. 

· ONU, Informe del Relator Especial sobre las ejecuciones extrajudiciales, sumarias o arbitrarias: El uso de la tecnología de la información y las comunicaciones para garantizar el derecho a la vida. 24 de abril de 2015.

· ONU, Consideraciones adoptadas en el Congreso sobre la Prevención del Delito y Tratamiento del Delincuente, celebrado en La Habana Cuba, del 27 de Agosto al 7 de septiembre de 1990.

· Caso Cruz Sánchez y Otros vs Perú. Sentencia de 17 de abril de 2015. Serie C, número 295 de la Corte Interamericana de Derechos Humanos.

· Caso Montero Aranguren y otros (Retén de Catia) vs Venezuela. Sentencia de 5 de julio de 2006. Serie C, número 150 de la Corte Interamericana de Derechos Humanos.
· Caso Hermanos Landeata Mejías y Otros vs Venezuela. Sentencia de 27 de agosto de 2014. Serie C, numero 217 de la Corte Interamericana de Derechos Humanos.

· Informe Anual de dos mil quince, de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en lo relativo al “Uso de la Fuerza”.
· Informe sobre seguridad ciudadana y derechos humanos, del 31 de diciembre del 2009, de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. 

· Principios Básicos sobre el empleo de la Fuerza y de Armas de fuego por los Funcionarios encargados de hacer cumplir la Ley, adoptado por el Estado Mexicano, el 7 de septiembre de 1990.

· Conjunto de Principios para la protección de todas las personas sometidas a cualquier forma de detención o prisión, proclamados por la Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas en su Resolución 43/173, adoptado por el Estado Mexicano, el 9 de diciembre de 1988. 
· Amparo en revisión 36/99, resuelto por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.
· Acción de inconstitucionalidad 25/2016 y sus acumuladas, resueltas por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.
· Acción de inconstitucionalidad 96/2014 y su acumulada 97/2014, resueltas por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

· Amparo directo en revisión 3463/2012, de la cual derivó la tesis 1ª. XXV/2016 (10a.), con número de registro 2010963, cuyo rubro dispone: “DETENCIÓN EN FLAGRANCIA. APRECIACIÓN DE SU VALIDEZ CONSTITUCIONAL CUANDO LA AUTORIDAD TIENE CONOCIMIENTO, POR MEDIO DE UNA DENUNCIA INFORMAL, QUE SE ESTÁ COMETIENDO O SE ACABA DE COMETER UN DELITO.”; resuelto por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 
· Amparo en revisión 703/2012, de la cual derivó la tesis 1ª. CCI/2014 (10a.), con número de registro 2006477, cuyo rubro dispone: “FLAGRANCIA. LAS CONSECUENCIAS Y EFECTOS DE LA VIOLACIÓN AL DERECHO HUMANO A LA LIBERTAD PERSONAL SON LA INVALIDEZ DE LA DETENCIÓN DE LA PERSONA Y DE LOS DATOS DE PRUEBA OBTENIDOS DIRECTA E INMEDIATAMENTE EN AQUÉLLA.”; resuelto por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

· Amparo directo en revisión 2537/2013, de la cual derivó la tesis 1a. CCXCVI/2016 (10a.), con número de registro 2013210, cuyo rubro dispone: ORDEN DE APREHENSIÓN. AL EJECUTARLA, LA AUTORIDAD ESTÁ OBLIGADA A PRESENTAR, SIN DILACIÓN, A LA PERSONA APREHENDIDA ANTE EL JUEZ QUE LA ORDENA (INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 16, PÁRRAFO TERCERO, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, EN SU TEXTO ANTERIOR A LA REFORMA PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 18 DE JUNIO DE 2008); resuelto por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.
· Tesis P. LX/2010, sustentada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, cuyo rubro señala "USO DE LA FUERZA PÚBLICA. LAS CARACTERÍSTICAS DEL CONTEXTO DE HECHO EN QUE SE PRESENTA LA INTERVENCIÓN POLICIACA TRASCIENDEN EN LA VALORACIÓN  DE  SU LEGITIMIDAD".
· Código Nacional de Procedimientos Penales.
Es por lo anterior, y con fundamento en lo dispuesto por los artículos 59 fracción I y 67 fracción I  de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como los artículos 21 fracción IV, 152, fracción I, 162, 163 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, se presenta ante este H. Congreso del Estado, la siguiente:
INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE CREA LA LEY QUE REGULA EL USO LEGÍTIMO DE LA FUERZA PÚBLICA EN EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, PARA QUEDAR COMO SIGUE:
LEY QUE REGULA EL USO LEGÍTIMO DE LA FUERZA PÚBLICA 
EN EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA
TÍTULO I
DISPOSICIONES GENERALES
CAPÍTULO I
Del objeto, sujetos y aplicación de la Ley
Artículo 1. La presente Ley es de orden público, interés social, de observancia general en el Estado de Coahuila de Zaragoza, y tiene por objeto regular el ejercicio del uso de la fuerza pública que ejercen los elementos de las instituciones de seguridad pública del Estado de Coahuila de Zaragoza, en cumplimiento de sus funciones. 
La interpretación de esta Ley será de conformidad con la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, los tratados internacionales en materia de derechos humanos ratificados por el Estado mexicano, la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como las demás leyes aplicables, favoreciendo en todo tiempo la protección más amplia de los derechos de las personas. 
Artículo 2. Son autoridades encargadas de la aplicación de la presente Ley:
I. El Gobernador Constitucional del Estado de Coahuila de Zaragoza;
II. El Titular de la Secretaría de Gobierno del Estado de Coahuila de Zaragoza;
III. El Titular de la Comisión Estatal de Seguridad del Estado de Coahuila de Zaragoza;
IV. El Titular de la Procuraduría General de Justicia del Estado de Coahuila de Zaragoza;

V. Los Titulares de los ayuntamientos de cada uno de los municipios del Estado de Coahuila de Zaragoza.

VI. Los mandos, elementos, agentes y cuerpos policiales de las Instituciones de Seguridad Pública,  estatal y municipales del Estado de Coahuila de Zaragoza, en el ámbito de sus respectivas competencias. 

VII.  Cualquier autoridad Estatal o Municipal que ordene o aplique el uso de la fuerza pública para el cumplimiento de sus funciones.
Artículo 3. Los objetivos del uso legítimo de la fuerza pública son los siguientes:

I. Proteger y respetar la vida, la integridad física y demás derechos humanos de las personas y de los elementos. 

II. Cumplir y hacer cumplir las leyes para mantener el Estado de Derecho. 

III. Salvaguardar el orden y la paz públicos mediante la disuasión del uso legítimo de la fuerza, así como la integridad, seguridad, libertades, derechos y bienes de las personas. 

IV. Prevenir, investigar y perseguir los delitos. 

V. Las demás que dispongan las leyes aplicables en la materia. 
Artículo 4. Todo elemento tiene derecho a la protección de su vida e integridad física, al respeto de su dignidad como ser humano y autoridad, por parte de sus superiores y de la ciudadanía. Además, toda vez que desempeñan un papel fundamental en la protección del derecho a la vida, la libertad y a la seguridad de las personas, es obligación de la Administración Pública tanto Estatal como Municipal, proporcionarles atención médica, psicológica y jurídica que en su caso llegaran a requerir.  
CAPÍTULO II
Glosario
Artículo 5. Para los efectos de la presente Ley se entenderá por:
I. Agresión inminente. A los signos externos de una persona que muestren la decisión de llevar a cabo una agresión de forma inmediata; es decir, a las acciones o movimientos corporales del agresor, que lleven a la convicción de que tiene la intención de lesionar un bien jurídico determinado de forma inmediata, esto es, que esté por acontecer.
II. Agresión real. A la conducta de una persona que despliega físicamente acciones que ponen en peligro los bienes jurídicos tutelados; implicando que no pueda ser hipotética, ficticia o futura; sino actual y existente. 
III. Arma de fuego. Al objeto o instrumento que utiliza una materia explosiva para lanzar proyectiles.
IV. Arma de fuego autorizada. Al objeto o instrumento que utiliza una materia explosiva para lanzar proyectiles, que utilizan los elementos ante una amenaza o agresión que ocasione lesiones graves o la muerte, debidamente autorizada por la Secretaría de la Defensa Nacional y que se encuentra comprendida en la licencia oficial colectiva correspondiente.
V. Arma menos letal. Al objeto, instrumento o dispositivo que por su naturaleza, no tiene como propósito principal ocasionar lesiones que puedan poner en riesgo la vida, teniendo como principal finalidad, controlar a un individuo o a un grupo de individuos, dejarlos inmovilizados o repeler una agresión a fin de garantizar una defensa eficaz o su detención.

Cuya utilización atiende a la finalidad de que los elementos las utilicen para marcar un grado de diferenciación o graduación en el empleo de la fuerza pública, a fin de evitar en todo momento el ocasionar lesiones graves o la muerte de las personas en quienes se emplean, y cuyo grado de letalidad dependerá del tipo de arma, del contexto en que se utiliza, del modo de uso y de las condiciones particulares del destinatario, tales como la vulnerabilidad de la persona contra quien se emplea.
VI.  Arma letal. Al objeto o instrumento que por su naturaleza tiene como propósito principal ocasionar lesiones graves o la muerte en quien se emplea, cuya utilización tiene como principal objetivo causar la muerte de un individuo.

VII. CES. Comisión Estatal de Seguridad del Estado de Coahuila de Zaragoza.

VIII. Detención legal. A la restricción de la libertad de una persona por los integrantes de las instituciones de seguridad pública con el fin de ponerla inmediatamente a disposición de la autoridad competente, conforme a los supuestos establecidos en el artículo 21 de la presente Ley.

IX. Elementos. A los integrantes de las instituciones de seguridad pública Estatal o municipal que tengan ese carácter a través de nombramiento o instrumento jurídico equivalente, otorgado por la autoridad competente, para el desempeño de funciones vinculadas operativamente a la seguridad pública. 
X. Equipo auto protector. A los escudos, cascos, chalecos a prueba de balas y medios de transporte a prueba de balas utilizados por los elementos a fin de disminuir la necesidad de armas de cualquier tipo.

XI. Flagrancia. La actualización de alguno de los siguientes supuestos para la detención del aparente autor de un delito; a)  cuando los elementos observen directamente que la acción se comete en ese preciso instante; b) inmediatamente después de cometerlo es detenida la persona, en virtud de que es sorprendida cometiendo el delito y es perseguida material e ininterrumpidamente; y c) Si mediante circunstancias objetivas, tales como el señalamiento por parte de la víctima u ofendido; algún testigo presencial de los hechos; quien hubiera intervenido con el aparente autor en la comisión del delito; o bien, cuando la persona tenga en su poder instrumentos u objetos producto del delito; o cuando, se cuente con información o indicios que hagan presumir fundadamente que intervino en el mismo, a los elementos les sea posible identificar a la persona y corroborar que, apenas en el momento inmediato anterior, se encontraba cometiendo el delito, siempre y cuando no se hubiera interrumpido su búsqueda o localización.  
XII.  Fuerza. Al medio que un elemento utiliza para controlar una situación que atenta contra la seguridad, el orden público, la integridad, la vida, bienes de las personas y bienes públicos. 
XIII. Instituciones de Seguridad Públicas. La Comisión Estatal de Seguridad, la Procuraduría General de Justicia del Estado, la Procuraduría para Niños, Niñas y la Familia, el Secretariado Ejecutivo, las dependencias encargadas de la seguridad pública en los municipios; y sus unidades administrativas internas, delegaciones o coordinaciones. 
XIV. Legítima Defensa. A la acción que ejecutan los elementos, para repeler una agresión real, actual o inminente y sin derecho, en protección de la vida, bienes jurídicos propios o ajenos, siempre que exista necesidad de la defensa y se observe la racionalidad de los medios empleados y no medie provocación dolosa suficiente e inmediata por parte del elemento o de la persona a quien se defiende.
XV. Ley. A la Ley que Regula el Uso Legítimo de la Fuerza Pública en el Estado de Coahuila de Zaragoza. 

XVI. Reglamento. Al Reglamento de la Ley que Regula el Uso Legítimo de la Fuerza Pública en el Estado de Coahuila de Zaragoza.
XVII. Sometimiento. A la contención que el elemento ejerce sobre los actos de una persona con el fin de asegurarla. 

XVIII. Uso legítimo de la fuerza pública. A la aplicación lícita de técnicas, tácticas, armamento y métodos de sometimiento que realizan los elementos, sobre las personas, de conformidad con las disposiciones de esta Ley y con pleno respeto a los derechos humanos, para alcanzar los objetivos lícitos establecidos en el presente ordenamiento. 

Las definiciones jurídicas establecidas en el presente artículo, deben de concebirse y apegarse en todo momento a los principios generales del uso legítimo de la fuerza, previstos en el artículo 7 de la presente Ley.

                                               CAPÍTULO III
                             Principios y Obligaciones Generales

Artículo 6. Los elementos en el cumplimiento de sus atribuciones harán uso legítimo de la fuerza apegándose en todo momento a los principios de legalidad, objetividad, eficiencia, racionalidad, profesionalismo, proporcionalidad, de carácter público, honradez, congruencia, oportunidad, temporalidad y con irrestricto respeto a los derechos humanos consagrados en la Constitución Federal y los tratados internacionales celebrados o ratificados por el Estado Mexicano. 
Artículo 7. El uso de la fuerza será:

I. Legal. Cuando la acción de los elementos se encuentre estrictamente apegada a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a los tratados internacionales de los que sea parte o ratifique el Estado mexicano, a la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública, a la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, a la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza, a la presente Ley y demás ordenamientos aplicables. 
II.   Objetivo. Cuando se realice con base en la consideración de hechos reales, sin tomar en cuenta situaciones subjetivas. 
III. Eficiente. Cuando el objetivo del uso legítimo de la fuerza sea realizado aprovechando y optimizando los recursos con que cuentan los elementos. 
IV. Racional. Cuando su uso sea acorde a las circunstancias específicas y a la situación que se enfrenta cuando:
a) Sea producto de una decisión por parte del elemento, que valore el objetivo que se persigue, las circunstancias del caso y las capacidades de la persona a controlar, como la del elemento. 
b) Sea estrictamente necesario en la medida en que lo requiera el desempeño de las tareas de los elementos. 
c) Se haga uso diferenciado de la fuerza. 
d) Se haga uso legítimo de la fuerza y de las armas, solamente después de que otros medios no violentos hayan resultado ineficaces o no garanticen de ninguna manera el logro del resultado previsto. 
V. Profesional. Cuando se ejecute por elementos capacitados en las materias propias de su función.
VI.  Proporcional. Cuando corresponda de forma adecuada a la acción que se enfrenta o intenta repeler, sin originar excesos que causen un daño mayor al que se pretende evitar; de tal suerte que sea la mínima necesaria para salvaguardar el bien jurídico tutelado, sin que implique la utilización de un grado mayor de fuerza que la indispensable para alcanzar sus objetivos, guardando relación con las circunstancias de facto presentes, como son, las características del sujeto de la acción, el número de sujetos, su peligrosidad, las características de su comportamiento, la resistencia u oposición que presenten, entre otras.
VII. De carácter público. Toda acción u omisión que implique el uso de la fuerza por parte de los elementos tendrá el carácter de público y por tanto podrá ser video grabado por los ciudadanos como por los propios elementos, mediante cualquier medio de las tecnologías de información y comunicación, siempre y cuando no interfieran con las labores de los elementos, por lo que estará prohibido impedir que sean realizadas dichas grabaciones.
VIII.  Honrado. Cuando el actuar de los elementos sea recto y honesto. 
IX. Congruente. Cuando sea utilizada de forma equilibrada entre el resultado que el elemento pretende lograr para el cumplimiento de los objetivos de la seguridad pública y el medio adecuado e idóneo que menos perjudique a la persona. 
X. Oportuno. Cuando se aplique de manera inmediata para evitar o neutralizar un daño o peligro inminente o actual, que vulnere o lesione la integridad, derechos, bienes de las personas, bienes públicos, las libertades constitucionales, la seguridad ciudadana o la paz y el orden público. 
XI. Temporal. Todo uso legítimo de la fuerza se encuentra sujeto a un elemento de temporalidad que implica que debe cesar una vez que el objetivo legítimo ha sido alcanzado o cuando ya no es posible su consecución.
XII. Respetuoso de los derechos humanos. Cuando en su ejercicio deba anteponerse irrestricto respeto a los derechos humanos de las personas. 
Ningún elemento podrá ser sancionado por negarse a ejecutar una orden notoriamente inconstitucional o ilegal, o que pudiera constituir un delito. Toda orden con estas características deberá ser reportada al superior jerárquico inmediato de quien la emita.
Artículo 8. Son circunstancias que permiten a los elementos hacer uso de la fuerza pública, las siguientes: 
I. Cumplimiento de un deber, legítima defensa o estado de necesidad de acuerdo a su regulación por la legislación aplicable. 

II. Protección de la integridad, derechos y bienes de las personas, las libertades, el orden y la paz pública. 

III. Combate a la violencia y a la delincuencia. 

IV. Controlar, repeler o neutralizar la resistencia ilícita de una persona. 

El uso de la fuerza es el último recurso, sin embargo, podrá usarse siempre que se cumplan los supuestos y condiciones que establecen esta Ley y demás disposiciones jurídicas aplicables. 

Artículo 9. Cuando sea excepcional, estrictamente necesario e inevitable, para proteger la vida de las personas y la de los elementos, estos podrán hacer uso de armas letales. 

Los elementos sólo emplearán armas de fuego autorizadas, en defensa propia o de terceros, en caso de peligro inminente de muerte, lesiones graves o con el propósito de evitar la comisión de un delito particularmente grave que entrañe una seria amenaza para la vida, o con el objeto de detener a una persona que representa ese peligro y oponga resistencia a su detención o por impedir su fuga que, en su huida, ponga en riesgo real, inminente y actual la vida de una persona, siempre y cuando hubieran resultado insuficientes las medidas menos extremas para salvar una vida. 

Los elementos solo podrán portar y emplear armas en el ejercicio de su cargo, solamente durante el tiempo del ejercicio de sus funciones, o para un horario, misión o comisión determinados, según sea el caso, para lo cual deberán contar con capacitación continua y certificación periódica. 

Artículo 10. Son obligaciones generales de las instituciones de seguridad pública, en el uso legítimo de la fuerza por sus elementos, las siguientes: 
I. Administrar el uso legítimo de la fuerza, para que esta sea el resultado de la infraestructura técnica y material, de la planeación y de los principios especializados de administración y operación para preservar y desarrollar las funciones de la seguridad pública. 

II. Adoptar las medidas necesarias a través de un régimen de responsabilidades, para que los mandos, cuando tengan conocimiento que los elementos bajo sus órdenes recurran o hayan recurrido al uso ilícito de la fuerza pública en cualquier modalidad, asuman su obligación de iniciar el procedimiento correspondiente y en su caso dictar las sanciones procedentes. 

III. Adoptar las medidas necesarias para que no se imponga ninguna sanción disciplinaria o penal contra elementos que en cumplimiento del código de ética, de los principios y de las responsabilidades establecidos en esta Ley y en otras leyes aplicables, se nieguen a ejecutar una orden de emplear el uso ilegítimo de la fuerza o denuncien ese empleo por otros mandos. 
IV. Asegurar que las armas de fuego autorizadas y sus cartuchos se utilicen solamente en circunstancias apropiadas y de manera que disminuya el riesgo de daños innecesarios o injustificados. 
V. Aplicar los mecanismos de evaluación respecto del procedimiento empleado por los elementos en aquellos casos en los que haya sido necesario el uso de la fuerza pública, con la finalidad de determinar si su ejercicio fue legítimo o no. 

VI. Brindar asesoría y representación jurídica a sus elementos cuando por motivo del cumplimiento de su deber y en ejercicio de sus funciones se vean involucrados en procedimientos judiciales o administrativos. 

VII.  Contar, conforme a las características que establezca el Reglamento, con una base de datos que contenga el registro detallado de las huellas y las características que impriman a los proyectiles u ojivas, las estrías o rayado helicoidal de las armas de fuego bajo su resguardo, así como de las armas y equipo asignado a cada elemento. 
VIII. Dotar a sus elementos de armamento, cartuchos y equipo auto protector adecuado para el cumplimiento de las disposiciones legales, administrativas y operativas respectivas, una vez aprobada la capacitación correspondiente. 

IX.  Emitir directrices para que en los casos de personas detenidas se impida la alteración, destrucción o desaparición de la evidencia, atendiendo las disposiciones relativas al tratamiento de la cadena de custodia, previstos en la legislación penal procesal aplicable. 

X. Establecer los diferentes supuestos y circunstancias en las que los elementos, dependiendo de la asignación de su servicio, estén autorizados a portar diversos tipos de arma de fuego y sus cartuchos correspondientes. 

XI. Establecer ejes y acciones para evitar el trato cruel y/o degradante y la tortura relacionada con el uso de la fuerza pública por sus elementos. 

XII. Establecer mecanismos para proteger la vida e integridad física de sus elementos, así como el respeto a su dignidad como personas, por parte de sus mandos superiores, de otros elementos y de la ciudadanía. 
XIII. Establecer mecanismos efectivos de rendición de cuentas que permitan erradicar las prácticas ilegítimas del uso de la fuerza pública, a fin de mejorar la eficacia de la actuación de sus elementos, a la vez que se sometan sus acciones a procedimientos administrativos disciplinarios o penales, según proceda. 
XIV. Establecer un código de ética para el uso de la fuerza y de armas de fuego por parte de sus elementos, así como los mecanismos para el examen de control de confianza, con la finalidad de mantener la actualización de normas legales, reglas operativas y administrativas en el empleo de las mismas. 

XV. Establecer los procedimientos de operación y de supervisión para preservar los indicios en el caso del uso legítimo de la fuerza. 

XVI. Establecer los mecanismos de coordinación, operación y supervisión para que el desempeño de sus elementos respecto del uso de la fuerza se desarrolle con estricto apego a lo establecido en la presente Ley. 

XVII. Evaluar el empleo, distribución y consecuencias de las armas menos letales y su control, a fin de reducir al mínimo el riesgo de causar lesiones a las personas sobre las cuales se emplean y a personas ajenas a los hechos. 

XVIII. Iniciar la investigación respectiva ante la autoridad correspondiente en caso de que los elementos hagan uso ilícito de la fuerza pública en contra de persona alguna. 

XIX. Investigar técnica y científicamente los incidentes en que se haga uso de la fuerza, considerando el cómo sus consecuencias pueden afectar a la institución, con la finalidad de aplicar las medidas preventivas o correctivas que resulten procedentes. 
XX. Impartir a sus elementos la capacitación, adiestramiento, técnicas y principios que les permita hacer uso efectivo y legítimo de la fuerza pública y de armas de fuego en el desempeño de sus funciones, así como en el control de personas violentas, dando especial atención a la ética policial y a los derechos humanos desde su formación inicial y de manera permanente y continua. 
XXI. Propiciar el desarrollo de investigaciones en los casos en los que se presuma que sus elementos hayan hecho uso ilícito de la fuerza pública o de armas de fuego, así como atender y colaborar oportunamente con las autoridades competentes en la entrega de información y demás acciones necesarias para concluir con tales investigaciones. 

XXII. Proporcionar orientación y ayuda psicológica a los elementos que intervengan en situaciones en las que se empleé el uso de la fuerza o armas de fuego para sobrellevar las afectaciones y tensiones propias de esas situaciones. 

XXIII. Someter a los elementos que cuenten con armas de fuego autorizadas bajo su resguardo, a la inspección periódica de constatación del empleo de las piezas originales del arma registrada en la base de datos, a fin de evitar su modificación o adaptación de aditamento alguno en las mismas; con excepción de dispositivos de miras telescópicas y órganos de mira o puntería. 
XXIV. Supervisar el cumplimiento en el uso legítimo de la fuerza pública establecido en la presente Ley, a través de la implementación y desarrollo de procedimientos, manuales e instructivos operativos y de evaluación, de control y supervisión especializados, tanto de los elementos como de operaciones. 

XXV. Incluir en el plan de estudios de sus institutos y academias de formación de los elementos, a la presente Ley que regula el uso legítimo de la fuerza pública en el Estado de Coahuila de Zaragoza. 
XXVI. Cumplir con la presente Ley y demás disposiciones aplicables en la materia. 
Artículo 11. Para poder emplear el uso de la fuerza pública, los elementos se regirán por lo siguiente: 
I. Conocer, observar y aplicar la presente Ley, las reglas operativas, administrativas, el código de ética de la institución a la que pertenezcan y demás disposiciones aplicables en la materia. 

II. Contar con la autorización de portación de armamento, cartuchos, equipo auto protector y de uso de fuerza proporcionado por la institución a la que pertenezcan, sujetándose a la reglamentación de las leyes respectivas. 

III. Cumplir con los requisitos para la portación, uso, resguardo y mantenimiento del armamento, cartuchos, equipo auto protector y de uso de fuerza, que le sea asignado para su uso solamente en el tiempo del ejercicio de sus funciones, o para un horario, misión o comisión determinados, de conformidad con la ley aplicable y de acuerdo con los ordenamientos de la institución a la que pertenezcan. 
IV. Informar inmediatamente a sus mandos y si fuere necesario, a cualquier otra autoridad u organismos competente que tenga atribuciones de control o correctivas, en cuanto tenga conocimiento de una violación a lo dispuesto por el Código de Ética, el Protocolo de actuación policial y a la presente Ley.

V. Impedir toda violación a la presente Ley, y a cualquier disposición legal aplicable en la materia y oponerse rigurosamente a tales violaciones, por otros elementos. 

VI. No emplear la fuerza con personas bajo custodia o detenidas, en las circunstancias previstas en la presente Ley. 

VII. Participar en los estudios y análisis relacionados con el uso de la fuerza. 

VIII. Participar y aprobar la capacitación especializada para el uso de la fuerza. 

IX. Prestar auxilio a las personas amenazadas por algún peligro o que hayan sido víctimas de delito, así como protección a sus bienes y derechos. 

X. Proteger la integridad y derechos humanos de las personas, absteniéndose de realizar todo acto arbitrario y de limitar ilegalmente las acciones, reuniones o asambleas que en el ejercicio de sus derechos constitucionales y con el carácter pacífico realice la población. 

XI. Velar por la prevención del delito y luchar contra la delincuencia, protegiendo en todo momento los bienes jurídicos tutelados por el Estado. 
XII. No modificar o adaptar de manera alguna las piezas originales de las armas dotadas a los elementos por parte de las Instituciones de Seguridad Pública, con excepción de dispositivos de miras telescópicas y órganos de mira o puntería.

XIII. Utilizar exclusivamente las municiones suministradas por parte de las Instituciones de Seguridad Pública.
CAPÍTULO IV
Obligaciones de los Elementos, antes, durante y después del uso de la fuerza pública
Artículo 12. Son obligaciones de los elementos de las instituciones de seguridad pública, antes de emplear el uso legítimo de la fuerza pública, las siguientes:

I. Negarse a cumplir una orden para hacer uso de la fuerza pública sobre persona alguna, que hubiera sido emitida por autoridades administrativas o judiciales que no guarden una relación jerárquica con el elemento, a menos que se encuentren dentro de los supuestos previstos en el artículo 21 de la presente Ley. 

II. Abstenerse de hacer uso de la fuerza con personas bajo su custodia o detenidas, salvo cuando sea estrictamente necesario para mantener la seguridad y el orden en los establecimientos o cuando corra peligro la integridad física de las personas. 
III. Considerar el uso de la fuerza y hacerlo estrictamente cuando sea necesario. 

IV. Emplear medios no violentos, tales como la persuasión, la cooperación y/o la advertencia, con el fin de mantener la observancia de la Ley, restaurar el orden y la paz pública. 

V. Identificarse como elementos de las instituciones de seguridad pública y advertir de manera clara su intención de emplear la fuerza pública y en su caso, el posible uso de las armas de fuego, con tiempo suficiente para que se tome en cuenta. 

Artículo 13. Son obligaciones de los elementos de las instituciones de seguridad pública, durante el uso de la fuerza, las siguientes:

I.  Respetar los principios, derechos humanos y obligaciones señaladas en la presente Ley y demás disposiciones jurídicas aplicables, considerando progresivamente los siguientes tipos de resistencia:
a) Resistencia pasiva: Cuando la persona no obedezca las órdenes legítimas comunicadas de manera directa por el elemento que previamente se haya identificado como tal, pero que no realice acciones que dañan al mismo, a terceros o al elemento.
b) Resistencia activa: Cuando la persona realice acciones u omisiones tendientes a dañarse, dañar a un tercero, al elemento o a bienes propios o ajenos.
c) Resistencia activa agravada: Cuando las acciones u omisiones de la persona representen una agresión real, actual o inminente que ponga en peligro su vida, la vida de terceros o la del elemento.

II. Cumplir las órdenes lícitas giradas por autoridades competentes, prevenir la comisión de delitos e infracciones, proteger o defender bienes jurídicos y con el propósito de neutralizar la resistencia o agresión de una persona que esté infringiendo o acabe de infringir alguna disposición jurídica deberá, en primera instancia, dar órdenes verbales directas y en caso de no haber sido obedecida deberá hacer uso de la fuerza de la siguiente manera:

a) Vencer la resistencia pasiva de las personas sin usar armas.
b) Utilizar armas menos letales, tales como el equipo autoprotector e instrumentos incapacitantes autorizados para neutralizar la resistencia activa o activa agravada de una persona con excepción de las armas de fuego.
c) Uso de armas de fuego en defensa propia o de otras personas, en caso de peligro inminente de muerte o lesiones graves, con el propósito de evitar la comisión de un delito particularmente grave que entrañe una inminente amenaza para la vida o con el objeto de detener a una persona que represente ese peligro y oponga resistencia a su autoridad o para impedir su fuga y solo en el caso que resulten insuficientes medidas menos extremas para lograr dichos objetivos. 
III. No infligir directa o indirectamente los derechos humanos instigando o tolerando actos de tortura o penas crueles, inhumanos o degradantes ni invocar la orden de un mando superior o circunstancias especiales, como estado o amenaza de guerra a la seguridad nacional, inestabilidad política o interna o cualquier otra emergencia pública, como justificación de la tortura u otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes.
IV. Hacer uso de la fuerza de manera racional, congruente, oportuna, proporcional y con respeto a los derechos humanos, considerando la gravedad del delito que se trate en la medida que lo requiera el desempeño de su servicio, conforme a lo establecido en la presente Ley y demás disposiciones jurídicas aplicables.
V. Aplicar la técnica adecuada tanto para el uso de manos libres como de equipo autoprotector, con la finalidad de lograr el efecto debido, sin causar mayor daño.
VI. Inmovilizar y someter a la persona destinataria del uso legítimo de la fuerza.
VII. Reducir al mínimo los daños y lesiones con respeto y protección a la vida humana.
VIII. Otorgar un tratamiento humano con respeto a la dignidad de la persona.
IX. Asegurar la plena protección de la salud e integridad física de las personas y en particular  tomar las medidas inmediatas para proporcionar atención médica cuando se precise.
X. No utilizar armas que no se encuentren autorizadas conforme a lo previsto en la fracción IV del artículo 5 de la presente Ley. 
Artículo 14. Son obligaciones de los elementos de las instituciones de seguridad pública, después de usar la fuerza las que se mencionan a continuación, las cuales deberán seguirse en el orden en el que se encuentran:
I. Retirar inmediatamente el instrumento o arma en posesión de la persona sometida sobre la cual se aplicó el uso de la fuerza, para evitar daños o lesiones a terceros. 
II. Solicitar inmediatamente la asistencia y servicios médicos cuando haya personas heridas o afectadas.
III. Informar inmediatamente a los mandos superiores, en especial cuando el uso de fuerza haya producido lesiones graves o muerte. 
IV. Notificar de lo sucedido, a la mayor brevedad posible a los parientes de las personas heridas o afectadas. 
V. Presentar sin dilación o demora alguna y bajo su más estricta responsabilidad, ante la autoridad competente, a la persona sobre la cual se aplicó el uso de la fuerza.
VI. Atender los tratamientos especializados que considere la institución de seguridad pública, tales como psicológicos y médicos.
VII. Realizar a su superior jerárquico un reporte pormenorizado que contendrá los requisitos que establezca el Reglamento.

CAPÍTULO V
De las reglas para mantener la paz y el orden público

Artículo 15. Siempre que los elementos tengan conocimiento que un grupo de personas ejercen o ejercerán su derecho de asociación y reunión con un objeto lícito y de forma pacífica en lugares públicos a través de asambleas, manifestaciones o reuniones, harán una planeación para proteger el ejercicio de dicho derecho, la protección de los manifestantes, y el de los terceros presentes, teniendo como objetivo principal la facilitación y no la contención o la confrontación con los manifestantes; y en su defecto reaccionar en caso de que la asamblea, manifestación o reunión se torne ilícita y violenta.
Para los efectos de este capítulo, se entenderá que el objeto lícito se da cuando el motivo de la reunión o asociación no es la ejecución concreta de actos delictivos; y que es pacífica cuando no se lleven a cabo fácticamente actos de violencia, ni a través de la reunión se incite a actos de discriminación o discurso de odio que tengan una materialización real, actual e inminente.

No se considerarán como actos de discriminación o discurso de odio, cuando el ejercicio de la libertad de expresión a través del derecho de reunión sea ofensivo, insultante, injurioso o alusivo a actos delictivos, pues lo que hace ilícita y no pacifica a una concentración de personas es la concurrencia real de actos delictivos, o la existencia o inminente amenaza de actos de violencia.

Por lo anterior las asambleas, manifestaciones o reuniones se diferenciaran de la siguiente manera: 

I. Reuniones lícitas y pacíficas. 

II. Reuniones ilícitas pero no violentas. 

III. Reuniones violentas. 

Artículo 16. Cuando se trate de una reunión lícita y pacifica no podrá utilizarse ningún tipo de fuerza. 

Artículo 17. Cuando se trate de una reunión ilícita pero no violenta, y solo si existieran razones fundadas para poner fin a tal manifestación, se podrá emplear el uso legítimo de la fuerza pública de conformidad con lo dispuesto en esta Ley, con excepción del uso de armas letales. 
Se estará ante una reunión ilícita pero no violenta, entre otros casos cuando los manifestantes se encuentren armados, o cuando la petición o protesta ante la autoridad se exprese con amenazas para intimidad u obligar a resolver en un sentido determinado. 
Artículo 18. Cuando una reunión se torne violenta y se actualicen los supuestos del inciso b) y c) de la fracción I, del artículo 13 de esta Ley, los elementos podrán emplear la fuerza en el control de multitudes y disturbios públicos, para restablecer el orden y la paz social, con el fin de evitar mayores actos de violencia, daños a terceros, a propiedades y a la integridad física de las personas. 
Los elementos deberán emplear, de no existir medios menos lesivos, la mínima fuerza posible, y solo se podrán utilizar armas letales bajo los términos y condiciones que establece el artículo 9º de la presente Ley.
Asimismo, respetarán el ejercicio del derecho de asociación y reunión de las personas que no participen en los hechos mencionados en este artículo, siempre que éste se efectué en los términos previstos por el artículo 9 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; lo anterior pues los actos de violencia u otros actos punibles cometidos por individuos determinados no pueden privar a las personas pacíficas de ejercer su derecho a la libertad de reunión; por lo que los elementos tienen el deber de distinguir entre manifestantes pacíficos y agentes provocadores, aislar a estos últimos y darles el tratamiento respectivo conforme a la presente Ley.  
Artículo 19. La determinación de hacer uso legítimo de la fuerza en los supuestos previstos en los dos artículos anteriores, será tomada exclusivamente por el mando responsable del operativo, bajo su más estricta responsabilidad, debiendo informar de inmediato a su mando superior sobre tal determinación para los efectos conducentes.
En ningún caso podrán los elementos usar armas letales para la dispersión de asambleas, manifestaciones o reuniones que se hubieran vuelto violentas o para disparar indiscriminadamente a la multitud. 

Además, cuando se actualicen los supuestos para el uso legítimo de la fuerza a través de la utilización del equipo auto protector y/o de armas menos letales, su empleo deberá de realizarse con la finalidad de provocar el menor daño posible, cuidando el respeto a la vida humana, observando los principios generales para el uso de la fuerza previsto en el artículo 7 de la presente Ley.
Artículo 20. Las armas letales deben estar excluidas de las planeaciones, dispositivos u operativos utilizados para el control de las protestas sociales, por lo que los elementos que pudieran entrar en contacto con los manifestantes no podrán portar armas de fuego.

Por lo que en los operativos se podrá contemplar que en algún lugar fuera del radio de acción de la manifestación, se disponga de armas de fuego y municiones para los casos excepcionales en los que se produzca una situación que en términos del artículo 9 de la presente Ley amerite su uso.
CAPÍTULO VI
De las reglas para el uso legítimo de la fuerza en detenciones
Artículo 21. Solo será legítimo el uso de la fuerza por parte de los elementos para la detención de una persona, en los siguientes supuestos: 

I. Tratándose del cumplimiento de una orden escrita de aprehensión o de presentación girada por los Jueces de Control u otras autoridades competentes.
II. Tratándose del cumplimiento de una orden escrita de detención por caso urgente girada por el Ministerio Público competente. 
III.  En los casos de flagrancia previstos en la fracción XI del artículo 5º de la presente Ley.
Artículo 22. Al momento de la detención de una persona, los elementos deberán analizar las circunstancias para lograr la correcta aplicación de la presente Ley, y particularmente de los principios del uso legítimo de la fuerza, previstos en el capítulo III, y además: 
I. El elemento se identificará plenamente, solicitándole cese las acciones que derivaron su intervención.

II. Evaluarán la situación para determinar si es necesario hacer o no uso legítimo de la fuerza.
III. Identificarán y señalarán de manera inmediata los motivos de la detención e informarán a la persona objeto de la misma, así como a familiares o conocidos que estén presentes, el lugar y la autoridad ante la cual será puesta a disposición. 
IV. Solicitarán a la persona que se trate, los acompañe de manera voluntaria para ser presentado ante la autoridad correspondiente.
V. Si la persona no opone resistencia, no se utilizará la fuerza. 
VI. Si la persona se resiste de forma pasiva, los elementos harán uso de medios no violentos, tales como la negociación, el convencimiento o la persuasión para que ésta deponga su actitud negativa y se entregue a la autoridad.

VII. Si después de utilizar los medios no violentos, la persona sigue oponiendo resistencia, los elementos advertirán claramente que de no cesar la resistencia se hará uso legítimo de la fuerza. 

VIII. Si después de dicha advertencia, la persona sigue oponiendo resistencia, los elementos utilizarán técnicas de sometimiento que no impliquen la utilización de armas. 
IX. Si las técnicas de sometimiento no funcionan, se utilizarán armas menos letales procurando ocasionar el menor daño posible a la persona sujeta a la detención, así como a terceros, observando en todo momento el respeto a sus derechos humanos y particularmente el respecto a la vida.
X. Después de haber sometido y controlado al detenido, se procurará que éste no represente un peligro para él mismo, para terceros y para el propio elemento haciendo uso del equipo autoprotector; y se le informará los derechos que le otorga la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y las demás disposiciones jurídicas aplicables.

XI. El elemento registrará a la persona asegurada para verificar que no tiene ningún objeto que pueda ser utilizado como arma y lo remitirá sin dilación o demora alguna ante la autoridad competente. Las pertenencias del detenido serán custodiadas y entregadas a la autoridad competente con una relación pormenorizada.

XII. Posteriormente al aseguramiento, el elemento elaborará conforme al formato establecido por la institución de seguridad pública el informe policial homologado.
Artículo 23. Si la persona que opone resistencia a la detención lo hace de forma agresiva o agresiva agravada o se encuentra armada, además de observarse los principios del uso legítimo de la fuerza, previstos en el capítulo III de esta Ley, se seguirá el procedimiento siguiente:
I. El elemento se identificará plenamente, señalando su nombre, número de oficial y la institución de seguridad pública a la que pertenece, solicitándole cese las acciones que derivaron su intervención.

II. Evaluarán la situación para determinar el grado de empleo del uso legítimo de la fuerza.

III. Se le conminará a que abandone la actitud agresiva o agresiva agravada, que se rinda y en su caso que entregue el arma.

IV.  El elemento dará una clara advertencia de su intención de emplear armas de fuego, con tiempo suficiente para que sea tomada en cuenta, salvo que al dar esa advertencia se pusiera indebidamente en peligro a los elementos, se creara un riesgo de muerte o daños graves a otras personas, o resultara evidentemente inadecuada o inútil dadas las circunstancias del caso. 

V. Si la persona no abandonara la actitud agresiva o agresiva agravada, se le deberá someter e inmovilizar usando las reglas de la legítima defensa, y lo previsto en los incisos b) y/o c) de la fracción II, del artículo 13 de la presente Ley, según corresponda, procurando en todo momento, causarle el menor daño posible, pero también salvaguardando la seguridad de terceros y la del propio elemento.
VI. Una vez que se haya asegurado a la persona, el elemento le informará los derechos que le otorga la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y las demás disposiciones jurídicas aplicables y lo remitirá inmediatamente ante la autoridad competente con el instrumento o arma. 
VII. Posteriormente al aseguramiento, el elemento elaborará conforme al formato establecido por la institución de seguridad pública el informe policial respectivo.

En cualquier caso, sólo se podrá hacer uso intencional de armas letales cuando sea estrictamente inevitable para proteger una vida, y siempre que hubiera sido la última y extrema posibilidad, cuando no hubiera sido posible la utilización de otro nivel de fuerza o estos hubieran sido ineficaces por las características de la resistencia de la persona. 

Artículo 24. Cuando los elementos vayan a ejecutar la detención de una persona que se sabe es peligrosa deberán realizar la planeación de la misma, tomando en cuenta todas las medidas posibles para proteger la vida de la persona, la vida de terceros y la propia de los elementos, llevando el equipo autoprotector necesario que de conformidad con la normatividad correspondiente deban portar. Además deberán contar con los grupos de apoyo necesarios para proteger su seguridad personal.

CAPÍTULO VII
Del uso de la fuerza cuando una persona se encuentre sometida por un Elemento
Artículo 25. Cuando un Elemento hubiera sometido a una persona, para su aseguramiento y traslado respectivo ante la autoridad competente, podrá utilizar las esposas o candados de mano, en donde, además de observar las reglas y principios para el uso legítimo de la fuerza, en el uso de las esposas o candados de mano, el elemento deberá observar lo siguiente:

I. Manipularlas exclusivamente para someter a una persona, en caso de que no se hubiera logrado tal objetivo con la persuasión o disuasión verbal. 

II. Utilizarlas en su caso, para el aseguramiento de una persona, de forma correcta y exclusivamente para la finalidad que persiguen.

III.  Incluir en todo parte informativo o documento que acredite la puesta a disposición ante autoridad competente, las circunstancias que hicieron necesario el aseguramiento de la persona por dicho nivel de fuerza. 

IV. Cerciorarse en todo momento, de que no ejerzan presión innecesaria sobre las manos de la persona. 

V. En caso de traslado de la persona, colocarle el cinturón de seguridad del vehículo durante éste; y 

VI. Utilizarlas durante el tiempo estrictamente necesario, retirándolas inmediatamente a la puesta a disposición de la autoridad competente. 

Lo anterior con la finalidad de asegurarle el menor daño posible a la persona sometida, en su integridad física y emocional.

CAPÍTULO VIII
Del uso de la fuerza en el cumplimiento de determinaciones emitidas por autoridades judiciales, ministeriales y administrativas
Artículo 26. Durante la presentación de personas ante autoridades judiciales, ministeriales o administrativas por el incumplimiento a las disposiciones de dicho carácter se seguirán las reglas establecidas en la presente Ley y demás disposiciones jurídicas aplicables. 

Artículo 27. Las autoridades administrativas o judiciales que requieran el auxilio de los elementos de seguridad pública para llevar a cabo desalojos, lanzamientos, embargos, ejecución de resoluciones o aplicación de medidas de apremio, deberán realizar su solicitud cuando menos con dos días hábiles de anticipación, para que las instituciones de seguridad pública programen el operativo con base en el Reglamento. 
CAPÍTULO IX
De las reglas para el uso de la fuerza en fenómenos naturales perturbadores 
Artículo 28. En caso de incendios, inundaciones, sismos o cualquier otro fenómeno natural perturbador, en el que existan situaciones graves que pongan en peligro la vida o la integridad física de las personas, las instituciones de seguridad pública se coordinarán con las autoridades que al efecto corresponda para apoyarlas en el cumplimiento de sus objetivos. 
En caso que sea necesario hacer uso legítimo de la fuerza para evacuar o impedir el paso a personas, los elementos aplicarán de inmediato las medidas de seguridad que se consideren pertinentes de acuerdo con la presente Ley, esto con la finalidad de proteger la vida y bienes de la población que se encuentren en tal situación. 
Artículo 29. En las acciones de prevención, auxilio y recuperación, los elementos seguirán las reglas y el procedimiento que establezca el Reglamento.

CAPÍTULO X
De la capacitación y del control de armas y equipo

 Artículo 30. Los elementos a través del Instituto Superior de Estudios de Seguridad Pública del Estado o de las academias de Policía municipales, según sea el caso, recibirán capacitación especial y adiestramiento constante que les permita hacer uso diferenciado, escalonado y gradual de la fuerza y de las armas de fuego en el ejercicio de sus funciones. 
 Artículo 31. Para la capacitación y adiestramiento referidos, las instituciones de seguridad pública determinarán los diferentes métodos, técnicas, equipo, armas y municiones que podrán emplear sus elementos, de acuerdo a las funciones de estos. 
Artículo 32. Dentro de la capacitación sobre el uso de la fuerza y manejo de armas deberá figurar en primer lugar el empleo adecuado de armas menos letales, como lo son los equipo de apoyo y el equipo autoprotector, sobre el de armas letales, con miras a restringir su empleo de forma incorrecta o ilícita, que pueda ocasionar lesiones, muerte y violación a los derechos humanos de las personas en quienes se emplea. 
Artículo 33. Los equipos de apoyo tienen como finalidad principal controlar o contener a la persona, y lo constituyen:


I. Las esposas rígidas, semirrígidas, de eslabones y cinturones plásticos para uso exclusivo en las muñecas de las manos.
II. Otros materiales o instrumentos para controlar a una persona que represente un grave peligro para sí misma o para terceros.
Dichos equipos no podrán ser usados como una forma de sanción del individuo, sino únicamente cuando la situación concreta lo requiera, además, no podrán emplearse de tal manera que causen lesiones innecesarias al individuo, debiendo evitarse en la medida de lo posible el empleo prolongado de los mismos acorde a la obtención de su finalidad.
Artículo 34. Se consideran armas menos letales, los instrumentos y equipo autoprotector que sirven para controlar a un individuo, dejarlo inmovilizado o repeler una agresión, destacando las siguientes:
I. Bastón PR-24, tolete o su equivalente.
II. Dispositivos que generan descargas eléctricas.
III. Inmovilizadores o candados de mano. 
IV. Sustancias irritantes en aerosol.
V. Equipo autoprotector, consistente en escudos, cascos, chalecos y medios de transporte a prueba de balas.

Artículo 35. A fin de evitar el uso de armas que no se encuentren dentro de la licencia oficial colectiva, las instituciones de seguridad pública, de conformidad con sus atribuciones dotaran a sus elementos del equipo necesario para su protección, de acuerdo con la función que desempeñen. 
Artículo 36. Las instituciones de seguridad pública deberán contar de acuerdo con las especificaciones técnicas de la materia con una constancia del marcado del armamento autorizado, a efecto de un control más estricto del mismo. 

CAPÍTULO XI
De la planeación de operativos en los que se prevea usar la fuerza pública
 Artículo 37. Cuando se considere que para lograr la detención de una persona se debe hacer uso lícito de la fuerza pública, si las circunstancias lo permiten, además de lo establecido en el Capítulo VI de la presente Ley, se tomarán en cuenta las circunstancias de personas y de armas, generando un operativo con suficientes elementos que permitan disuadir el uso de la fuerza de manera clara a la persona cuya detención se pretende.
 Artículo 38. En el uso lícito de la fuerza y en la planeación de operativos, siempre se tomará en consideración la salvaguarda de los objetivos y principios generales objeto de la presente Ley y demás disposiciones jurídicas aplicables, quienes además deberán cumplir con lo siguiente: 
I. En cada institución de seguridad pública se establecerá un centro de coordinación, el cual tendrá por objeto llevar a cabo las operaciones tácticas y de toma de decisión a efecto de definir las estrategias de solución del evento.
II. Determinar el mando responsable del operativo, con las obligaciones siguientes:
a) Reunión de trabajo y coordinación con las diferentes autoridades participantes y definición del fundamento jurídico para la actuación de los elementos. 
b) Elaboración de planes operativos y logísticos de acuerdo al evento que se trate.
c) Agrupación de personal y programa de desplazamiento de elementos a la zona de concentración. 
d) Revista de elementos y equipo. 
e) Designación de mandos secundarios con responsabilidad operativa.
f) Organización de la fuerza en el arribo y despliegue del lugar del evento.
g) Elaboración de informes del o los mandos responsables del operativo.
h) Grabar y filmar el desarrollo del operativo desde el inicio hasta su conclusión.
III. Nombrar a los mandos responsables de la comunicación interna y externa que deberán        reportar de manera directa al centro de coordinación, a efecto de realizar las negociaciones de las asambleas o reuniones.
IV. Conocer el historial y otros factores de riesgo para la solución adecuada del evento.
V.  Determinar la estrategia para repeler acciones de cualquier tipo de los participantes, en caso que el evento perturbe la paz y orden públicos.
VI. Determinar tácticas para aislar a las personas que dentro de un evento se comporten de manera violenta.
VII. Decidir las operaciones necesarias para restablecer el orden y seguridad públicos, en este supuesto se evitarán las tácticas provocadoras y en todo momento se deberán adoptar estrategias de protección a las libertades constitucionales y derechos humanos.

Artículo 39. Los planes, estrategias y programas para actuar frente a asambleas, manifestaciones o reuniones que se realizan en lugares públicos deberán determinarse conforme al Capítulo V de la presente Ley y conforme al Reglamento. 
Artículo 40. El uso de las armas de fuego son la última y extrema opción, sólo en casos de que se encuentre en grave peligro la vida, la seguridad o la integridad física de las personas.
CAPÍTULO XII
De la atención médica que resulte necesaria del uso de la fuerza
Artículo 41. Es obligación de los elementos procurar los cuidados necesarios a las personas sobre las cuales se ha ejercido la fuerza, estos deberán actuar conforme a las capacidades y circunstancias del caso, así como requerir el auxilio necesario para facilitar los primeros auxilios y la atención médica inmediatos. 
Artículo 42. Cuando derivado del uso de la fuerza se causen lesiones a las personas, los elementos deberán prestar inmediatamente el auxilio necesario, para lo cual seguirán el procedimiento establecido en el Reglamento de esta Ley. 
Artículo 43. Los elementos tienen el derecho a la protección de su vida e integridad física, al respeto a su dignidad como seres humanos y representantes de la autoridad, por parte de sus mandos y de la población, por lo que será obligación de las instituciones de seguridad pública, proporcionarles la atención médica y psicológica que resulte necesaria, cuando hagan uso de la fuerza en el ejercicio de sus funciones, para apoyarles a sobrellevar las tensiones propias de estas situaciones.
CAPÍTULO XIII
De la coordinación entre instituciones de seguridad pública para el uso legítimo de la fuerza

Artículo 44. Cuando el uso de la fuerza requiera de acciones coordinadas entre el Estado con la Federación, otras entidades federativas y sus municipios, las instituciones de seguridad pública se sujetarán a las disposiciones de la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública, de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza, de la presente Ley y demás disposiciones jurídicas aplicables en la materia, procurando en todo momento que en la planeación de los operativos de coordinación se establezca en su contenido, lo siguiente:
I. Las instituciones de seguridad pública que participen.
II. Los elementos y mandos responsables a cargo de cada una de las fuerzas que participan, así como de sus corporaciones y agrupamientos. 
III. La acción que se intentará repeler y, en su caso, la orden u órdenes que se van a cumplir. 
IV. Los antecedentes de la persona o personas que se van a detener. 
V. El responsable que coordinará la puesta a disposición de los imputados ante la autoridad competente. Podrán determinarse perímetros de acción en los que se generarán responsables para cada uno de ellos.

CAPÍTULO XIV
Del uso de la fuerza por los prestadores del servicio de seguridad privada
Artículo 45. Los particulares que se dediquen a la prestación de servicios de seguridad privada, así como el personal que designen, observarán en lo conducente las normas que establece el Reglamento que regula la prestación de los servicios privados de seguridad en el Estado de Coahuila de Zaragoza, la presente Ley, y demás disposiciones jurídicas aplicables para las instituciones de seguridad pública en lo relativo al uso de la fuerza por sus elementos.
CAPÍTULO XV

De la reparación del daño e indemnización por el uso ilegal de la fuerza pública
Artículo 46. El Gobierno del Estado y las instituciones públicas encargadas de hacer cumplir la presente Ley serán responsables de la reparación integral a las víctimas que resulten por el uso ilegal de la fuerza y de las armas de fuego, así como por no adoptar las medidas correspondientes para impedir, eliminar o denunciar ese uso por los elementos a su cargo, en términos de las disposiciones aplicables en la materia. 
La reparación del daño e indemnización que en su caso llegara a proceder por el uso ilegal de la fuerza, se realizará conforme a la legislación aplicable dependiendo el tipo de acción que se hubiera ejercitado por las víctimas. 

Artículo 47. Las personas afectadas con motivo del uso ilegal de la fuerza por los elementos, así como sus familiares, serán titulares de las acciones civiles, administrativas o penales que consideren conducentes de acuerdo con los procedimientos que exijan las leyes de la materia. 

Artículo 48. Las Comisiones de Honor y Justicia de cada institución de seguridad pública o su equivalente, serán competentes para conocer de quejas o iniciar de oficio investigaciones sobre presuntas violaciones a derechos humanos derivadas del uso ilegal de la fuerza pública.
CAPÍTULO XVI
De las sanciones
Artículo 49. Ningún elemento podrá ser sancionado por negarse a ejecutar una orden notoriamente inconstitucional o ilegal, que pudiera constituir un delito o falta administrativa, o que viole la presente Ley. Toda orden con estas características deberá ser reportada al mando superior inmediato de quien la emita o al órgano de control interno respectivo a efecto de dar intervención a la autoridad competente. 
Los motivos por los cuales se da la intervención de los elementos, por lo que se refiere al tipo del delito o de orden a cumplir, no justifican por sí mismo el uso de la fuerza o armas letales, inclusive si los delitos que se trate hayan sido violentos.
Artículo 50. El mando o elemento que tenga conocimiento de un exceso o uso ilegítimo de la fuerza está obligado a denunciarlo inmediatamente ante la autoridad competente.
No se podrán invocar circunstancias excepcionales, tales como la inestabilidad política interna o cualquier otra situación pública de emergencia para justificar el uso de la fuerza en contra de los principios y responsabilidades previstas en la presente Ley. 
Artículo 51. A los mandos y elementos, cuando no adopten todas las medidas necesarias y suficientes para hacer uso legítimo de la fuerza pública e inobserven lo dispuesto en esta Ley, se les iniciará una investigación interna por quien resulte competente dentro de la institución de seguridad a la cual pertenezcan.

Cuando así proceda, los resultados de dicha indagación se comunicarán a los órganos de control que correspondan y en su caso, se dará vista al Ministerio Público para que sean acreedores, de acuerdo con su participación a la aplicación de las sanciones penales que correspondan, sin perjuicio de las demás acciones administrativas, civiles o de cualquier otra índole que resulten.
TRANSITORIOS
PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 
SEGUNDO. La autoridad competente deberá expedir el Reglamento de la presente Ley, en un plazo no mayor a noventa días hábiles contados a partir de la entrada en vigor de la misma. 

TERCERO. Para efectos de la presente Ley, las instituciones de seguridad pública del Estado de Coahuila de Zaragoza, deberán capacitar a sus elementos en el adecuado ejercicio del uso de la fuerza pública, dentro del plazo de ciento ochenta días hábiles contados a partir de su publicación. 

CUARTO. Para efectos de la presente Ley, las instituciones de seguridad pública del Estado de Coahuila de Zaragoza, deberán incluir en el plan de estudios de sus institutos y academias de formación de los elementos, a la presente Ley que regula el uso legítimo de la fuerza pública en el Estado de Coahuila de Zaragoza, dentro del plazo de ciento ochenta días hábiles contados a partir de su publicación. 

QUINTO. Se derogan todas las disposiciones de menor jerarquía que se opongan a la presente Ley. 
Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 28 de Septiembre de 2017
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